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«El principal problema de la justicia en el Perú

son sus serias limitaciones al acceso universal

de los ciudadanos a la justicia».
Introducción
Nuestro actual Código Procesal Civil en el artículo III de su Título Preliminar establece que el fin concreto del proceso es resolver un conflicto de intereses o eliminar una incertidumbre jurídica, ambas con relevancia jurídica y que su finalidad abstracta es lograr la paz social en justicia.
En el primer supuesto cumple con una función privada, es decir satisface un interés individual, privado. Pero la función más importante y primordial es aquella función pública o social.

Esto es así porque cuando se resuelve un conflicto jurídico o cuestión controvertida no solo se satisface intereses privados sino que además se va a lograr el mantenimiento del ordenamiento jurídico y por ende la paz social basada en justicia.

Por otro lado, el citado cuerpo normativo
 también hace referencia al derecho a la Tutela Jurisdiccional Efectiva el cual tiene como finalidad garantizar a las personas el ejercicio o defensa de sus derechos o intereses, con sujeción a un debido proceso.

Fines del proceso y Tutela Jurisdiccional Efectiva son dos instituciones procesales interdependientes. Sin ellas no habría ni paz social ni garantía de nuestros derechos en juicio.

Ahora bien, estas dos realidades solo se concretizan siempre y cuando los justiciables logran llevar sus pretensiones a los órganos jurisdiccionales correspondientes. 

El problema es que no siempre se logra acceder al servicio justicia. 

En nuestro ordenamiento jurídico se ha establecido un sistema de tasas judiciales las cuales se deben cancelar al momento de realizar un trámite judicial. Pero se da el caso que cuando se desea resolver alguna controversia jurídica las personas –físicas- no siempre cuentan con los recursos económicos suficientes para entablar un juicio.

El factor económico se ha convertido, pues, en uno de los principales óbices para poder acceder a una tutela jurídica. Siendo así las cosas ¿se estaría dando vigencia efectiva al acceso a la tutela jurisdiccional efectiva? Creemos que no.

Recordemos que “El acceso a la tutela jurisdiccional es un derecho que todo ciudadano, sin excepción, lo tiene. Por eso se dice con certeza que la jurisdicción tiene como contrapartida el Derecho a la tutela juris​diccional. Se considera que éste es el que tiene todo sujeto de derecho -solo por el hecho de ser​lo- y que lo titula para exigir al Estado que haga efectiva su función jurisdiccional. Así lo regula el artículo I del título preliminar del Código Pro​cesal Civil peruano”
.
Para paliar esta falta de acceso a la justicia nuestros legisladores han establecido una institución procesal denominada “auxilio judicial” la cual es objeto de estudio en este trabajo a desarrollar.

Esta institución tiene como basamento un principio constitucional –artículo 139, inciso 16 de la Constitución de 1993-. Nos estamos refiriendo al “principio de la gratuidad de la administración de justicia”.
Dado el fundamento en que se basa la institución objeto de estudio, antes de desarrollarla, nos detendremos en dar un enfoque constitucional del tema a tratar para poder así comprender la trascendencia social, jurídica y política del “auxilio judicial”, así como la importancia de su efectiva vigencia.

Luego, en el segundo capítulo, haremos un análisis de las normas que regulan la institución “auxilio judicial” en nuestro Código Procesal Civil.  Éste análisis se hará tomando en cuenta, además, doctrina y jurisprudencia constitucional.

Merecido es subrayar el trabajo hermenéutico que ha realizado el Tribunal Constitucional con respecto al tema. Su jurisprudencia ha servido para aclarar dudas respecto a cómo se debía de entender algunos artículos del Código adjetivo.

Por último veremos cómo es que la legislación comparada ha regulado instituciones análogas al auxilio judicial. 

OBJETIVOS

1. Como toda institución del derecho en general, y en especial del nuestro, tiene un fundamento una razón de ser. Entonces el primer objetivo trazado es realizar un enfoque constitucional del tema a tratar. Esto en razón de conocer el origen de nuestra institución en estudio y así comprender, también, la importancia que tiene apartar obstáculos para dar vigencia plena al derecho “acceso a la justicia”. Es decir, analizar los efectos de la pobreza en relación al acceso a la administración de justicia, entendido éste como medio para alcanzar el pleno ejercicio, reconocimiento y adquisición de derechos, y cómo esta situación se convierte en un factor que reduce las posibilidades de desarrollo económico de los individuos.
2. Realizar un análisis dogmático, doctrinal y jurisprudencial de las diferentes normas reguladores del “auxilio judicial” con la finalidad de establecer la forma en que se deben interpretar algunos preceptos poco claros.

3. Hacer breve referencia al derecho comparado –sudamericano- con el fin de conocer la forma cómo se regulan instituciones análogas al tema en estudio.

CAPÍTULO I

El acceso a la justicia como derecho humano y la pobreza como su principal obstáculo
El acceso a  la justicia se encuentra reconocido por nuestra constitución y constituye un derecho humano
 de tercera generación. Se dirige a aliviar los impedimentos que originan que el sujeto de derecho acceda a la jurisdicción, entre otros temas, la pobreza legal que sufren los ciudadanos, los costos del proceso, que involucran la fuente de barreras para que el ciudadano acceda a la justicia.

De acuerdo a la doctrina y jurisprudencia del sistema interamericano de derechos humanos, el derecho de acceso a la justicia es una norma jus cogens
 que genera la obligación en los Estados de adoptar las medidas necesarias para hacerlo efectivo.

El acceso a la justicia es un derecho que permite hacer efectivos otros derechos que han sido vulnerados o que deben ser reconocidos a quienes acuden ante el sistema de justicia para solucionar sus conflictos jurídicos. Asimismo, el derecho de acceso a la justicia se configura como una garantía del derecho de igualdad en la medida que supone que los Estados deben asegurar que todos los ciudadanos tengan igualdad de oportunidades, y hagan efectivo su derecho sin sufrir discriminación alguna de por medio.

1.1. EL ACCESO A LA JUSTICIA

1.1.1. Definiciones

a) “El acceso a la justicia puede ser entendido como la posibilidad de toda persona, independientemente de su condición económica o de otra naturaleza, de acudir al sistema previsto para la resolución de conflictos y reivindicación de los derechos protegidos de los cuales es titular. 

Es decir, que por este principio podemos entender la acción, ante una controversia o la necesidad de esclarecimiento de un hecho, de poder acudir a los medios previstos por los ordenamientos jurídicos nacionales e internacionales para su respectiva resolución. 

Tanto a nivel nacional como internacional este término ha sido últimamente visto como un equivalente al mejoramiento de la administración de justicia, siendo éste una forma de ejecución de dicho principio. Recordemos que es en el campo de la administración de justicia donde se define la vigencia de los derechos fundamentales en las sociedades contemporáneas, donde se prueba si las libertades y garantías enunciadas en los diferentes instrumentos de derecho internacional tienen o no aplicación real en el los ámbitos internos e internacionales de protección”
. 

Este derecho se encuentra previsto en el artículo 8.1 de la Convención Americana
, cuando se hace referencia al derecho de toda persona a ser oída para la resolución de sus controversias, con las garantías debidas y por un tribunal competente, independiente e imparcial.

Esta disposición es clara y según ella, los Estados no deben interponer trabas a las personas que acudan a los jueces o a los tribunales en busca de que sus derechos sean protegidos o determinados. Consecuentemente, cualquier norma o medida estatal, en el orden interno, que dificulte de cualquier manera, uno de ellos puede ser la imposición de costos, el acceso de los individuos a los tribunales y que no esté justificado por necesidades razonables de la propia administración de justicia, debe entenderse como contraria a la citada normal convencional
.

Por tanto, “Toda persona tiene la facultad de recurrir ante los órganos jurisdiccionales del Estado, para obtener la protección de sus derechos o para hacer valer cualquier otra pretensión. 

De esta manera se asegura la tranquilidad social, en tanto las personas no realizan justicia por sus propias manos ya que cuentan con una instancia y un proceso, previamente determinados por la ley, por medio del cual pueden resolver sus controversias.

En otras palabras, todas las personas tienen el derecho de acceder al sistema judicial, para que los órganos llamados a resolver su pretensión la estudien y emitan una resolución motivada conforme a derecho. Impedir este acceso es la forma más extrema de denegar justicia”
.

b) “(…) es el derecho que tenemos todos, a que la administración de justicia resuelva y solucione de manera eficaz los conflictos o problemas, de acuerdo a las normas y a las leyes vigentes, actuando siempre con independencia e imparcialidad. 

Implica el derecho que tiene toda persona a ser protegida por las distintas autoridades del sistema de administración de justicia, cada vez que una autoridad pública o una persona particular violen o pongan en peligro un derecho reconocido por la Constitución Política, los tratados de derechos humanos o las leyes.

También supone el derecho que tiene toda persona cuyo derecho ha sido violado a que se cese la violación del derecho y que se restablezca su vigencia, el derecho a que jueces imparciales investiguen los hechos denunciados, el derecho a que se sancione a sus autores cuando se les encuentre responsabilidad, de acuerdo a las leyes vigentes, y siempre dando el derecho a los acusados a defenderse y a intentar demostrar su inocencia”
.

c) Es un indiscutible, pues, que constituye un  derecho fundamental mayormente consagrado en la mayor parte de la Constituciones. Al decir de Fairen Guillén lo considera que “es principio fundamental, de lógica aplastante, (...) el de la posibilidad de cualquier hombre a llegar hasta la o las personas en que se encarne – o a quienes se encargue- la administración de justicia”
.

d) Por su parte Moreno
 señala refiriéndose al concepto de acceso a la justicia que reviste una especial importancia desde el punto de vista de la existencia misma del derecho y de la posibilidad de establecer restricciones. Considera que el núcleo esencial de este derecho singulariza aquella parte del derecho que es irreducible, es decir determina aquello que no puede desconocerse en ningún caso. 

Ontológicamente el Estado, por medio de sus tribunales, está en la obligación de asistimos en cualquier caso litigioso por naturaleza, porque se razona, que el Derecho es conducta vivida objetivizada. Son nues​tras conductas -ante el cristal de las fuentes del Derecho- plasmadas en leyes. Basta que hayamos sido concebidos y somos el centro de imputacio​nes en todo cuanto nos favorece. Más adelante esa condición de sujetos de Derecho nos hace per​meables a una riqueza de derechos y obligacio​nes
. Todo este plexo de derechos está siempre referido al yo, al ser mismo del hombre, a lo que hace que yo sea idéntico a mí mismo y no otro
. 

Aquellos derechos son un fin en uno mismo. No es que ser sujeto de derecho quiera decir atribu​ción, por el contrario, es innato a nuestra mismidad, partiendo de la premisa de que el Derecho al acceso a la justicia constituye un Derecho social fundamental (el "derecho humano" más funda​mental en un sistema legal igualitario moderno, que pretenda garantizar y no solamente procla​mar los derechos de todos)
.
No obstante lo anterior “Somos plenamente conscientes que en torno al concepto de “acceso a la justicia”, desde la clásica obra de Mauro Cappelletti y Bryant Garth de fines de los setenta, ha habido un vasto desarrollo doctrinal desde el Derecho y otras ciencias sociales, lo que hace que, en la actualidad, el concepto de acceso a la justicia tenga un amplio contenido y diversas aproximaciones y definiciones. 

Sin embargo, (…), hemos optado por una definición lo más amplia posible del concepto de acceso a la justicia, que supone definirlo, por ende, como el “derecho de las personas, sin distinción de sexo, raza, edad, identidad sexual, ideología política o creencias religiosas, a obtener una respuesta satisfactoria a sus necesidades jurídicas” 
 [subrayado nuestro].

De esta definición se colige que el acceso efectivo a la justicia no es equivalente a la tutela judicial del Estado, ya que tal aproximación reduce este derecho fundamental a brindar garantías judiciales antes y durante un proceso judicial, cuando en la inmensa mayoría de casos la población ni siquiera puede acceder a un tribunal. Tampoco creemos que la noción planteada pueda asociarse solo con la mejora de la cobertura estatal.

Como señala el experto peruano Javier La Rosa, “esta noción [de acceso a la justicia] ha transitado sucesivas etapas que han ido desde establecer una asociación directa con garantías procesales básicas (tutela judicial)…para pasar posteriormente a una visión vinculada a un derecho más complejo referido a toda clase de mecanismo eficaz que permita solucionar un conflicto de relevancia jurídica.”

Por supuesto que esta definición amplia del “acceso a la justicia” comprende también el acceso al sistema estatal de justicia, esto es, a la tutela judicial efectiva que los Estados están en la obligación de otorgar a sus ciudadanos y ciudadanas. Pero no se agota en él, es decir, que “acceso a la justicia” no es equivalente a “tutela judicial efectiva” sino que va más allá. Esto no es tan sólo una digresión teórica sino que tiene grandes implicancias prácticas, en especial, en el diseño e implementación de políticas públicas para mejorar el acceso a la justicia que, por ende, no deberían limitarse a ampliar la cobertura del sistema estatal de justicia (más órganos jurisdiccionales, por ejemplo), sino que también debería contemplar medidas de promoción de otros mecanismos no judiciales o no estatales de respuesta satisfactoria a las necesidades jurídicas de los ciudadanos y ciudadanas de las Américas que, con frecuencia, ni siquiera tienen posibilidad de acudir a los tribunales, como es el caso de muchos pueblos indígenas
.

“Creemos que este es el enfoque más apropiado a la realidad de nuestros países, ya que significa un punto de partida más completo para describir los serios problemas que se presentan cuando no se satisfacen las necesidades jurídicas de la población tradicionalmente excluida ni la forma cómo podrían ser mejor abordadas… desde este nuevo enfoque lo pertinente será referirse a la transformación del sistema de justicia… 1) Ampliación de la cobertura estatal; 2) Incorporación al sistema de justicia de los mecanismos tradicionales y comunitarios de resolución de conflictos; 3) Focalización de las políticas públicas en los grupos más vulnerables y desprotegidos de la sociedad.”

1.1.2. Contenido

En palabras de  MORENO la definición de acceso la justicia no solo involucra su contenido esencial de acceso a la justicia sino que además involucra otros contenidos y afirma que el contenido de acceso a la justicia está profundamente vinculado con el contenido de los derechos fundamentales del debido proceso y de la igualdad. 

Desde el punto de vista de su contenido sustancial, el acceso a la justicia, según la jurisprudencia –colombiana-  no debe entenderse en un sentido puramente formal, en cuya virtud pueda una persona acudir a los tribunales, sino que  radica sobre todo en la posibilidad real y verdadera, garantizada por el Estado, de quien espera resolución (...) la obtenga oportunamente”
.

1.1.3. Marco normativo local

Para determinar si el derecho de acceso a la justicia se ve plasmado en los hechos o es mera retórica en nuestro país, es importante (aunque no determinante) referirnos a si tiene recepción normativa en nuestro ordenamiento jurídico. Resulta por ello del todo pertinente la siguiente idea de Cappelletti y Garth al respecto:

[…] el acceso efectivo a la justicia se puede considerar, entonces, como el requisito más básico —el derecho humano más fundamental— en un sistema legal igualitario moderno que pretenda garantizar y no solamente proclamar los derechos de todos
.

Aun cuando no hay en nuestra Constitución Política un artículo que se refiera de manera expresa al derecho al acceso a la justicia, sí existe la normativa suficiente para colegir que este derecho está implícito y tiene basamento constitucional.

Esto se desprende de los artículos constitucionales referidos al derecho a la igualdad y a la no discriminación
 (artículo 2. °, inciso 2); al derecho a la tutela jurisdiccional
, regulado en el artículo 139. °, inciso 3; y el artículo 44º. , que señala que es deber del Estado garantizar la plena vigencia de los derechos humanos de todos los ciudadanos
.

“Respecto del principio de igualdad, se anota que si la legitimidad de un Estado de Derecho se sustenta en la implementación efectiva de la igualdad ante la ley, las desigualdades para acceder a la justicia socavan esa legitimidad y, por ende, sus instituciones democráticas. 

Por ello, un acceso no igualitario a un recurso efectivo ante una instancia prevista por nuestro ordenamiento jurídico sería contraproducente y violatorio de este principio.

Por otro lado, si bien el derecho a la tutela jurisdiccional suele ser interpretado como una serie de atributos, entre los que destaca el acceso a la justicia, entendido como el derecho de cualquier persona a promover la actividad jurisdiccional del Estado sin que se le obstruya, impida o disuada irrazonablemente, así como el derecho a la efectividad de las resoluciones judiciales
. Cabe acotar que el basamento constitucional aquí referido debe entenderse coordinadamente con el principio de igualdad y con el derecho a la justicia que se infiere del texto constitucional, por lo que consideramos que existen elementos suficientes para sostener que, si bien no es lo mismo tutela jurisdiccional que acceso a la justicia, uno subsume al otro, de manera que, dependiendo del enfoque que se adopte, se pueda determinar cuál es el género y cuál la especie.

Finalmente, si reconocemos que el Estado tiene el deber de cautelar la plena vigencia de los derechos humanos, estamos obligados a asumir, consecuentemente, que la justicia como concepto es también un derecho ciudadano, y que la noción de acceso, que en este caso deberá comprenderse no solo como derecho sino también como garantía que permita la vigencia de otros derechos, está indispensablemente vinculada con tal responsabilidad estatal”
.

Nuestra constitución
 contiene dos principios que son la gratuidad del servicio de administrar justicia y de la defensa letrada, siempre y cuando se trate de justiciables de escasos recursos económicos.

Según Ricardo Herrera
 el derecho al acceso a la justicia también se encuentra reconocido por normativa infra constitucional, como lo establece el artículo VIII del Título Preliminar del Código Procesal Civil
. De la misma manera lo establece el artículo 24 de la Ley Orgánica del Poder Judicial
. 

Con ello, se vincula necesariamente el auxilio judicial que supone la exoneración del pago de las tasas y aranceles y demás gastos del proceso que se encuentran cubiertos para las personas a quienes se les concede auxilio judicial.

1.1.4. Marco normativo internacional

La normativa internacional en este asunto ha ido asumiendo paulatinamente un sistema de garantías que posibilita el pleno ejercicio de los derechos humanos. Hay, así, diversos instrumentos internacionales que posibilitan su cabal cumplimiento y que el Perú ha ratificado:

· Los artículos 8
 y 10
 de la Declaración Universal de Derechos Humanos.

· El artículo 14, inciso 1, del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos
.

· El artículo 8. °, inciso 1, de la Convención Americana de Derechos Humanos
.

· El artículo XVIII de la Declaración Americana de Derechos y Deberes del Hombre
.

· Los artículos 5 y 6 de la Convención Internacional sobre Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Racial.

Junto con los mencionados tratados internacionales, destaca el papel cumplido por la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos y las recomendaciones de la Comisión Interamericana. 

Al respecto, la Corte ha establecido que la falta de provisión de asistencia jurídica gratuita, cuando una persona no puede pagar la asistencia legal necesaria, vulnera la prohibición de discriminación establecida en la Convención. Asimismo, ha señalado que el concepto de debidas garantías, entre las que se incluye el acceso a los tribunales de justicia, es aplicable a la determinación de derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter
.

1.1.5. Barreras de acceso a la justicia

En este acápite se tratan las más importantes dificultades o carencias para acceder a la justicia en el ámbito rural y urbano popular.

a. “Barreras lingüísticas: 
La pluralidad étnica y cultural del país tiene un referente constitucional que se traduce como el derecho de las personas a expresarse en su propio idioma y desenvolverse conforme a su cultura (artículo 2. °, inciso 19
). 

No obstante que varios millones de peruanos y peruanas hablan idiomas distintos del castellano —quechua, aymara o algún otro de la Amazonía—, la posibilidad de desempeñarse en su propia lengua en las instancias jurisdiccionales es bastante remota, básicamente porque los funcionarios de justicia desconocen el idioma nativo y no se cuenta con intérpretes”
.

b. Barreras económicas
En un país donde más de la mitad de la población vive en situación de pobreza o pobreza extrema, los costos económicos de acceder a alguna forma de resolución de conflictos reconocida legalmente constituyen una enorme dificultad. Al respecto, pueden identificarse como principales barreras el pago que deben efectuar los ciudadanos por tasas judiciales y los costos de la defensa letrada”
.

En relación con los costos de la defensa letrada, cabe llamar la atención sobre la incapacidad del Estado para poner a disposición de los ciudadanos que lo requiera un defensor de oficio. Según cifras del Ministerio de Justicia, 308 abogados ejercen esta labor en todo el país, cifra claramente insuficiente si se considera la demanda por este servicio
.

Este punto lo desarrollaremos más ampliamente cuando nos ocupemos del tema sobre la administración de justicia y la pobreza

c. Barreras culturales
Vastos sectores ciudadanos, ubicados sobre todo en las zonas rurales, aspiran a que se reconozca que en nuestro país no existe un sistema jurídico único. La pluralidad étnica y cultural debe implicar el derecho de las autoridades de las comunidades campesinas y nativas a administrar justicia con el apoyo de las rondas campesinas (artículo 149
 de la Constitución), sin tener que pasar por el Poder Judicial.

Sin embargo, la mayoría de operadores de la justicia estatal se muestran renuentes a que otras instancias administren justicia.

Puede haber distintos matices respecto del grado de pluralismo reconocido por la Constitución Política y los tratados internacionales sobre la materia ratificados por el Perú; lo que no puede dejar de admitirse es que nuestro modelo normativo incorpora más de un sistema jurídico, lo que en el caso de las comunidades campesinas y nativas (pueblos indígenas) significa su plena vigencia, con el único límite del respeto de los derechos fundamentales”
.

d. Barreras de género
Diversos prejuicios y estereotipos machistas han impregnado a nuestra sociedad de una serie de trabas que impiden a las mujeres acceder a sus derechos en igualdad de condiciones que los hombres. En el ámbito rural esta situación se agrava y constituye un serio obstáculo para que ellas puedan hacer respetar su calidad de ciudadana.

Un sinnúmero de conflictos de familia son la más clara evidencia de los prejuicios y de una ideología machista que contribuye a reproducir las desigualdades de género en la sociedad. Casos de violencia contra la mujer y los niños dan cuenta de cómo el sistema estatal de justicia, pero también los mecanismos comunitarios, responden deficientemente y de manera sesgada.

e. Barreras geográficas 
Las difíciles condiciones geográficas de nuestro país y la débil presencia estatal en la prestación de servicios básicos se refleja también en el campo de la administración de justicia. El número de magistrados letrados es insuficiente, y no se cuenta con la cantidad requerida de operadores de justicia que puedan colaborar en la resolución de conflictos, o los que funcionan se encuentran a grandes distancias”
.

Identificadas estas barreras, puede establecerse que solo en la medida en que la ciudadanía alcance una respuesta satisfactoria a sus controversias jurídicas podremos concluir que se está permitiendo su acceso efectivo a la justicia, lo que no solamente deberá significar una ampliación de esta cobertura estatal de justicia sino además el reconocimiento de las prácticas de justicia comunitaria existentes en el país.

1.1.6. Actividades para superar las barreras de acceso
La política estatal debe estar reorientada a fin de que sus actividades en estas áreas sean realmente promovedoras del acceso a la justicia y tener como actividades que se destacan a las siguientes:

a. En los diversos distritos judiciales donde la mayor parte de la población habla un idioma distinto del castellano debe haber traductores que faciliten el desenvolvimiento de estas personas ante cualquier instancia de justicia.

b. Los costos formales de un proceso judicial resultan una forma indirecta de discriminación para personas de menores recursos. Por ello, debería reevaluarse la posibilidad de establecer la exoneración del pago por este requisito a los pobladores de aquellos distritos identificados por debajo de la línea de pobreza
, así como difundir y flexibilizar en los demás lugares la posibilidad de acogerse al auxilio judicial.

Como se sabe, el otorgamiento del auxilio judicial ha sido regulado por la resolución administrativa 182-2004-CE-PJ, mediante la cual se aprueba el "Procedimiento para la concesión del beneficio del auxilio judicial", que establece una serie de requisitos que no corresponden a la realidad de pobreza en la que se encuentran los ciudadanos solicitantes. Es el caso de quienes requieren este beneficio y les solicitan acreditar su situación de pobreza con documentos como recibos de electricidad, agua, teléfono o cable, de alquiler, etcétera, que no son los medios más apropiados para acreditar que una persona carece de recursos económicos.

En este sentido, Herrera propone que la “vía judicial debe visualizarse como un último recurso, después de haber fracasado los intentos e solución directa en sede privada”
. 

Todo ello aunado a los problemas que se arrastran en las diversas sedes, esto es, el excesivo volumen de carga de trabajo en los despachos judiciales configura un escenario propicio para que el operador estatal del servicio judicial administre sus recursos discrecionalmente a favor de uno u otro litigante, dejando de respetar el estricto orden de ingresos de las causas
.

c. Es necesario propiciar una mayor sensibilización y hacer una mejor difusión de la justicia comunitaria o comunal
.

d. Si bien es cierto que nuestra sociedad está impregnada de prejuicios y estereotipos machistas que impide la igualdad jurídica entre géneros y que la referida cuestión se materializa en los abusos físicos y psicológicos que se producen dentro los hogares, también es cierto que tal situación se da muchas veces porque los miembros de las familias no conocen sus derechos ni conocen los mecanismos idóneos para que tales derechos sean protegidos.

Entonces es necesario brindar capacitaciones, en especial a aquellos sectores populares de bajos recursos económicos, para así darle a conocer cuáles son sus derechos y cómo protegerlos. Con dicha capacitación no solo se logrará disminuir las desigualdades existentes sino también se logrará integrar a aquellos sectores denominados “olvidados” por el gobierno.

En este sentido el gobierno actual está desarrollando una serie de programas de orientación jurídica, entre los cuales está el Programa Nacional de Enseñanza Legal para la Inclusión Social.

e. Se debe crear más juzgados y fiscalías en las zonas más alejadas de nuestro país para así paliar la falta de autoridades judiciales. Sin embargo, cabe preguntarse si esta es la mejor manera de afrontar la ausencia de unidades jurisdiccionales. 

En un estudio reciente, Javier de Belaúnde
 plantea la necesidad de determinar los requerimientos de justicia en cada zona para saber exactamente el número de instancias que puedan satisfacer esa demanda.

Además de estas actividades estaría la de “dar impulso al establecimiento de más servicios (…) idóneos en lugares donde se carece de un acceso básico mínimo a la justicia y a las infraestructuras vinculadas”
. 

1.2. POBREZA Y ACCESO A LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA
“Los acercamientos al tema de la pobreza, desde el punto de vista del derecho, generalmente se agotan en la vinculación existente entre pobreza y acceso a la formalidad, por un lado, y legislación e ineficiencia del Poder Judicial (lentitud, burocracia, corrupción), por el otro. 

Pocos trabajos existen que incidan en los efectos que tiene la pobreza en el acceso a la administración de justicia como mecanismo de protección, ejercicio y adquisición de derechos.

(…) el divorcio entre la legislación y la realidad puede tener múltiples causas y la pobreza es una de ellas, en tanto el acceso a los medios que otorga el Estado para el ejercicio y protección de los derechos requiere que el justiciable incurra en numerosos gastos. 

Asimismo, la pobreza coloca a la persona en una situación de indefensión y de alta vulnerabilidad, afectando no sólo su condición de individuo sino también su patrimonio. 

Por ello, se torna insuficiente que la legislación confiera un sinnúmero de derechos a las personas, si el Estado no se preocupa además porque esos derechos sean reconocidos en la práctica y porque la pobreza no se constituya en una barrera que impida acceder al sistema de administración de justicia”
.

Por lo tanto, la pobreza como obstáculo para el acceso a la administración de justicia, no sólo impide defender y ejercitar los derechos, generando, en consecuencia, su pérdida, sino que también dificulta su adquisición, constituyéndose así en una barrera para que el individuo pueda mejorar sus condiciones de vida.

De allí la importancia de aproximarnos al tema no sólo desde el punto de vista estrictamente jurídico, con el que se inicia este trabajo, sino también desde los puntos de vista económico y social, toda vez que en ellos encontramos elementos que permiten realizar una aproximación integral al tema.

1.2.1. Enfoque jurídico

1.2.1.1. La igualdad ante la ley y la igualdad de protección de la ley

El principio de igualdad ante la ley es considerado como un derecho fundamental de la persona y su reconocimiento normativo es tanto nacional como internacional. Parte del principio genérico de la igualdad de las personas y la subsecuente prohibición de la discriminación
. 

Los principales instrumentos internacionales de reconocimiento y protección de los derechos humanos contienen una larga enumeración de criterios de no discriminación y en la Convención Internacional sobre la eliminación de todas las formas de discriminación racial se define a la discriminación como: 

“Toda distinción, exclusión, restricción o preferencia (...) que tenga por objeto o por resultado, anular o menoscabar el reconocimiento, goce o ejercicio, en condiciones de igualdad, de los derechos humanos y libertades fundamentales.”
. 

La igualdad implica entonces, la inexistencia de distinciones entre las personas para el reconocimiento, goce o ejercicio de los derechos.

De otro lado, el artículo 7 de la Declaración Universal de Derechos Humanos señala que: 

“Todos son iguales ante la ley y tienen, sin distinción, derecho a igual protección de la ley. Todos tienen derecho a igual protección contra toda discriminación que infrinja esta Declaración y contra toda provocación a tal discriminación”.

Disposiciones similares encontramos en el artículo 2 de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, en el Artículo 26 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y en el artículo 24 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos.
En el Perú, el artículo 2, inciso 2, de la Constitución consagra la igualdad ante la ley y la igualdad de protección de la ley para toda persona, indicando que no debe haber discriminación por motivo de origen, raza, sexo, idioma, religión, opinión, condición económica o de cualquier otra índole. 

“Este derecho no trata de desconocer las diferencias que existen entre las personas, sino que trata de reconocer la identidad entre personas que participan de iguales condiciones y calidades comunes a todos los seres humanos. 

La norma antes mencionada está en concordancia con el artículo 103 de la Constitución que prohíbe dictar leyes especiales por razón de la diferencia de las personas, en tanto de esta manera se estaría creando normas de carácter personal que quebrarían el principio de igualdad ante la ley”
.

En particular, el precitado artículo 2, inciso 2 de la Constitución se refiere a diversas formas de no discriminación entre las cuales está la no discriminación por la condición económica de la persona. Al respecto señala Enrique Bernales Ballesteros:

“La discriminación por condición económica consiste en dar trato diferenciado a las personas por su capacidad económica. En el pasado fue tradicional recortar por estas consideraciones los derechos ciudadanos. Así por ejemplo, durante la época en que existió el voto censitario, los ciudadanos con menores recursos estaban materialmente privados del derecho al voto. 

Otras formas sutiles de discriminación por este motivo son la imposibilidad de acceso a determinados servicios esenciales, particularmente al educativo. En este sentido, nuestra Constitución establece la gratuidad de la enseñanza pública, lo que siempre se ha entendido como una forma de no discriminar en sus posibilidades a las personas por su condición económica”
.
De esta manera, nuestra Constitución reconoce que puede haber desigualdades entre las personas, pero que estas desigualdades no deben tener ningún efecto en relación a la ley en el sentido de que la ley no debe establecer ninguna discriminación.

Sin embargo, el reconocimiento del derecho a la igualdad ante la ley, como derecho de la persona, es sólo un punto de partida en el problema del acceso a la administración de justicia, pues debe conciliarse con un efectivo reconocimiento de los derechos en la realidad. En tal sentido, la no existencia de diferencias a nivel formal en cuanto a la legislación no significa que no existan diferencias en la práctica al momento de aplicar la ley
.

Por otro lado, (…) “En los casos contenciosos que ha conocido y resuelto, la Corte Interamericana no ha tenido oportunidad de pronunciarse respecto al derecho a la igualdad en el proceso. Sin embargo, en una Opinión Consultiva tuvo oportunidad de emitir algunas consideraciones respecto a la posibilidad de que una persona indigente no pueda acceder a la protección de sus derechos en sede judicial por falta de capacidad económica, lo que a su entender podría significar una discriminación. 

En aquella oportunidad precisó:

"Si una persona que busca la protección de la ley para hacer valer los derechos que la Convención le garantiza, encuentra que su posición económica (en este caso, su indigencia) le impide hacerlo porque no puede pagar la asistencia legal necesaria o cubrir los costos del proceso, queda discriminada por motivo de su posición económica y colocada en condiciones de desigualdad ante la ley."
. (Subrayado nuestro).

Para la Corte, en consecuencia, un indigente se vería discriminado por razón de su situación económica si, requiriendo asistencia legal, el Estado no se la provee gratuitamente
.

De igual forma, en otra Opinión Consultiva la Corte precisó:

"Para alcanzar sus objetivos, el proceso debe reconocer y resolver los factores de desigualdad real de quienes son llevados ante la justicia. Es así como se atiende el principio de igualdad ante la ley y los tribunales, (...) y a la correlativa prohibición de discriminación.

 La presencia de condiciones de desigualdad real obliga a adoptar medidas de compensación que contribuyan a reducir o eliminar los obstáculos y deficiencias que impidan o reduzcan la defensa eficaz de los propios intereses. 

Si no existieran esos medios de compensación, ampliamente reconocidos en diversas vertientes del procedimiento, difícilmente se podría decir que quienes se encuentran en condiciones de desventaja disfrutan de un verdadero acceso a la justicia y se benefician de un debido proceso legal en condiciones de igualdad con quienes no afrontan esas desventajas"
. 
El respeto de las garantías del debido proceso previstas en el artículo 8 de la Convención Americana, en consecuencia, deben ser analizadas siempre desde la perspectiva de otros dos mandatos expresos previstos en la Convención: la no discriminación y la igualdad ante la ley.

1.2.1.2. La pobreza y el ejercicio del derecho de defensa

El inciso 14 del artículo 139 de la Constitución establece que nadie debe ser privado del derecho de defensa en ningún estado del proceso y tiene como objetivo permitir a los involucrados exponer sus argumentos antes de que los órganos jurisdiccionales administren justicia.

En tal sentido, este derecho es de vital importancia para la protección y respeto de cualquier otro derecho y para un correcto ejercicio de la función jurisdiccional del Estado.

Señala Bernales
 que el derecho de defensa tiene hasta tres características:

a. Es un derecho constitucionalmente reconocido cuyo desconocimiento invalida el proceso.

b. Convergen en él una serie de principios procesales básicos, a saber: el principio de la inmediación, el derecho a un proceso justo y equilibrado, el derecho a la asistencia profesionalizada y el derecho a no ser condenado en ausencia.

c. El beneficio de gratuidad en juicio, que surge como consecuencia del principio de equidad. El juzgador debe garantizar que las partes en un proceso tengan una posición de equilibrio entre ellas; es decir, sin ventajas”.

Marcial Rubio sostiene que el derecho de defensa tiene dos significados complementarios entre sí: “El primero consiste en que la persona tiene el derecho de expresar su propia versión de los hechos y de argumentar su descargo en la medida que lo considere necesario (...) El segundo consiste en el derecho de ser permanentemente asesorado por un abogado que le permita garantizar su defensa de la mejor manera desde el punto de vista jurídico”
.

En consecuencia, podemos decir que nuestro derecho de defensa sólo está plenamente garantizado en la medida en que podemos ejercitarlo recurriendo a medios idóneos para obtener el reconocimiento o la defensa de nuestros derechos. 

En tal sentido, la pobreza se constituye en un obstáculo para un adecuado ejercicio del derecho de defensa, pues, aun cuando no exista discriminación en el ordenamiento legal, existe de hecho imposibilidad material de defenderse si por razones económicas no se accede a tales medios idóneos. 

En efecto, la condición de pobreza de los justiciables puede tener injerencia en el curso de un proceso, en tanto los puede conducir a contratar un abogado menos apto o no especializado, a no obtener las pruebas necesarias o, por último, a retrasar el juicio o abandonarlo por falta de medios económicos para correr con los gastos
.

Esta situación indeseada por el ordenamiento jurídico pretende ser paliada por el Estado mediante mecanismos de ayuda y exoneración de gastos a los litigantes, en el entendido de que es un objetivo social lograr que todos puedan acceder a un ejercicio pleno del derecho de defensa. 

Ello se manifiesta en diversas normas, entre ellas las siguientes:

a. El artículo 6º de la Ley Orgánica del Poder Judicial, que establece que todo proceso judicial debe ser sustanciado bajo los principios procesales de legalidad, inmediación, concentración, celeridad, preclusión, igualdad de las partes, oralidad y economía procesal, dentro de los límites de la normatividad que le sea aplicable. 

En tal sentido, el principio procesal de igualdad de las partes implica que los litigantes puedan hacer efectivo su derecho de defensa en todo caso, sea por sus propios medios, sea porque el Estado provee los medios para la gratuidad de la defensa en el caso de los litigantes de escasos recursos.

b. El artículo 24º de la Ley Orgánica del Poder Judicial dispone que la administración de justicia común es gratuita para las personas de escasos recursos económicos y que se accede a ella en la forma prevista por la ley, y agrega una relación de casos de exoneración del pago de tasas judiciales. 

Este artículo guarda concordancia con el artículo 139º inciso 16 de la Constitución.

c. El Capítulo Único del Título Segundo de la Sección Sétima de la Ley Orgánica del Poder Judicial está dedicado a la Defensa Gratuita. En el artículo 295º se establece que “El Estado provee gratuitamente de defensa a las personas de escasos recursos económicos, así como a los casos que las leyes procesales determinan” y en los artículos siguientes se regula la actividad del Poder Judicial sobre ese tema.

d. En el Código Procesal Civil, encontramos diversas disposiciones (artículos 179º y siguientes) que regulan el acceso al auxilio judicial para los litigantes “que pongan en peligro su subsistencia y la de quienes de él dependan” para cubrir o garantizar los gastos del proceso.

De modo que existe uniformidad en la legislación en cuanto reconoce la existencia de desigualdades entre los justiciables y otorga el derecho a los de menores recursos o en los casos que determina la ley, a acceder a la defensa gratuita mediante mecanismos de auxilio estatal como la defensa de oficio y la exoneración del pago de tasas judiciales.

En este contexto, el artículo 139, inciso 16, de la Constitución Política, establece que es un principio de la función jurisdiccional la gratuidad de la administración de justicia y la defensa gratuita para las personas de escasos recursos y, para todos, en los casos que la ley señala.

Este hecho es confirmado por lo establecido en el artículo VIII del Título Preliminar del Código Procesal Civil, que dispone lo siguiente: “Principio de gratuidad en el acceso a la justicia. El acceso al servicio de justicia es gratuito, sin perjuicio del pago por costos, costas y multas establecida en este Código y disposiciones administrativas del Poder Judicial”.

Al respecto, se torna necesario precisar lo que se entiende en la Constitución por los principios de gratuidad de la administración de justicia y de gratuidad de la defensa. 

El Principio de gratuidad de la administración de justicia “(…) tiene como objetivo principal garantizar el libre acceso a los órganos jurisdiccionales en el entendido que es obligación del Estado permitirlo por ser titular del monopolio de administrar la justicia y se materializa en el derecho a recurrir a los órganos jurisdiccionales sin necesidad de hacer pago alguno. 

Sin embargo, esta gratuidad es ilusoria pues, si bien no existe tasa o arancel judicial por presentar una demanda o una denuncia, sí existen tasas para apelar o aportar pruebas en los procesos civiles, por ejemplo, lo cual implica que para defenderse eficazmente o lograr el reconocimiento de un derecho será necesario incurrir en gastos.

Por otra parte, la defensa gratuita está referida no al derecho a recurrir al órgano jurisdiccional, que es gratuito, sino a los gastos en los que se debe incurrir para afrontar un proceso judicial. 

Por esa razón, el Estado otorga el derecho de defensa gratuita sólo a las personas de escasos recursos, en el entendido que son las que necesitan recurrir a la actividad asistencial del Estado.

El Estado admite, en consecuencia, que no es suficiente con la igualdad ante la ley y el reconocimiento formal de los derechos, sino que es también necesario permitir que tales derechos se hagan efectivos a fin de conseguir los efectos que la legislación pretende producir en la sociedad. 

En ese contexto, situaciones de pobreza son impedimentos efectivos para el ejercicio de los derechos en tanto su costo, mayor o menor, según las circunstancias motivará que el titular del derecho postergue su reconocimiento o renuncie a su defensa por atender otras necesidades de mayor importancia”
.

1.2.2. Enfoque económico

1.2.2.1 La falta de acceso a la administración de justicia como factor constitutivo de pobreza

La falta de acceso a la administración de justicia implica la pérdida de un derecho fundamental para la realización de la persona, en tanto, no le permite al individuo contar con los medios para proteger, adquirir o ejercitar sus derechos. 

Carecer de la posibilidad efectiva de acceder a la administración de justicia significa, para las personas que viven en condiciones de pobreza, ver reducidas sus posibilidades de salir de esa situación y, por otro lado, ver crecer las posibilidades de que su pobreza se incremente.

Esta carencia de medios para la defensa de los derechos se traduce en situaciones de indefensión de los individuos que son fuente de impunidad y de violencia.

Es posible aún ir un poco más allá y considerar que la indefensión y la falta de acceso a la administración de justicia no sólo reducen las posibilidades de los individuos de salir de su condición de pobreza, sino que constituyen también factores generadores de pobreza, en tanto el no ejercicio de ciertos derechos puede implicar un perjuicio de carácter patrimonial para el titular del derecho
.

1.2.2.2. La pobreza como obstáculo para una defensa eficiente de los derechos

Toda persona goza de un sinnúmero de derechos que le confiere el ordenamiento legal, por ejemplo, derechos fundamentales como la vida o la libertad; pasando por derechos vinculados a la familia como el derecho al matrimonio o a la patria potestad; hasta derechos de orden patrimonial como el derecho a la propiedad, a la herencia y el derecho a contratar. 

“Sin embargo, estos derechos sólo encuentran su cabal sentido en tanto se presentan situaciones en las cuales es posible hacerlos efectivos, es decir, situaciones en las que el carácter abstracto de la norma encuentra aplicación en la realidad. 

Esta es la razón por la cual el derecho y la legislación cambian conforme evoluciona la sociedad, en tanto las personas requieren el reconocimiento de nuevos derechos y en cuantos ciertos derechos reconocidos pierden vigencia debido a que no es posible ejercitarlos porque los presupuestos de su aplicación ya no existen.

En este sentido, el reconocimiento de derechos por parte de la legislación se encuentra a medio camino entre la aspiración de ciertos sectores de la sociedad a gozar de esos derechos y el ejercicio efectivo de ellos. Este último aspecto está condicionado por diversos factores propios de la sociedad y del titular del derecho. 

Por ejemplo, el pleno ejercicio de los derechos políticos de la persona depende en gran medida de la situación política de un Estado. Por otra parte, el ejercicio de los derechos depende de situaciones personales del titular del derecho, las cuales van desde el simple conocimiento de que se tiene el derecho o de la forma en que se puede hacer efectivo, hasta las posibilidades materiales de ejercitarlo, las cuales pueden estar condicionadas por factores geográficos, culturales, por la salud de la persona y, en no poca medida, por factores económicos, los cuales tienen diversa incidencia según las circunstancias y el tipo de derecho en cuestión.

Desde el punto de vista económico, conocer nuestros derechos y la forma de ejercitarlos implica generalmente un costo. Todos sabemos que tenemos derecho a trabajar, que tenemos derecho a contraer matrimonio o que tenemos derecho a construir nuestra casa, pero no todos sabemos cuáles son los límites en el ejercicio de tales derechos o si deben cumplirse determinados requisitos o condiciones para su ejercicio. Así, muchos desconocen sus derechos como trabajadores y las obligaciones de su empleador o los impedimentos o formalidades para contraer matrimonio. 

Acceder al conocimiento sobre los derechos con los que cada uno cuenta implica un costo variable según las circunstancias, el cual puede consistir en la pérdida de unos minutos de tiempo para recurrir a amigos, personas con experiencia en el tema o para acercarse a alguna institución a informarse sobre un determinado trámite o consistir en el pago a un abogado o especialista en el tema.

(…)
.

Los costos
 en los que se incurre para llevar adelante un proceso judicial son de diverso tipo y varían en función a distintos factores, entre ellos la complejidad del asunto en cuestión y el valor económico de los derechos en juego. En tal sentido, podemos mencionar los siguientes costos:

a. “Los costos directos son aquellos constituidos por los pagos que deben realizar los litigantes por el uso del servicio público de administración de justicia. El principal de estos costos está constituido por las tasas judiciales, las cuales deben pagarse por diversos conceptos y su monto varía según el tipo de proceso. 

Asimismo, la tasa aplicable se determina en función a la cuantía del proceso, es decir, al valor de los intereses en litigio. La cuantía se calcula en Unidades de Referencia Procesal (URP), las mismas que constituyen el 10% de la Unidad Impositiva Tributaria (UIT), cuya variación es anual.

b. Los costos indirectos comprenden los gastos que sin formar parte del procedimiento mismo, se encuentran estrechamente vinculados. Entre ellos podemos mencionar los gastos de transporte, alimentación y alojamiento, tiempo invertido en gestiones y diligencias, honorarios de abogado, costos vinculados a la obtención de pruebas, gastos de papel, tinta, fotocopias, etc.

La variabilidad de estos costos depende de diversos factores, tales como la duración y complejidad del proceso, la distancia entre el lugar del litigio y el lugar donde reside el litigante, el tipo de pruebas que se deben aportar al proceso, etc. Entre estos gastos son particularmente importantes aquellos consistentes en acreditar las pruebas del derecho, en la realización de diligencias y en el tiempo destinado a estos trámites”
.

En particular, el costo del tiempo es uno de los gastos más importantes y más difíciles de cuantificar. Este costo varía según la dedicación que le destine el litigante al proceso, sea porque tenga que desplazarse a hacer averiguaciones, a entrevistarse con el abogado, a obtener pruebas o a participar en diligencias, y varía también en función a la duración del proceso, la cual está sujeta a múltiples factores.

“Asimismo, no es menos importante el gasto referido a los honorarios del abogado, puesto que de él depende en gran medida el éxito del proceso judicial (…). 

El costo de la asesoría del abogado es particularmente importante, sobre todo si el caso es complejo, por cuanto la situación de pobreza del justiciable puede ser determinante para que elija un abogado no especializado o sin la experiencia suficiente, guiándose sólo por el monto de los honorarios”
.

Por el contrario, el litigante con suficientes recursos económicos tendrá ciertamente, ventaja al momento de afrontar un litigio, sea porque puede contratar los servicios de profesionales especializados o, inclusive, porque puede contar con sus propios abogados; tal como sucede con muchas personas jurídicas que tienen un departamento legal abocado a resolver cualquier problema legal que pueda presentarse y especializado en determinadas materias que la persona jurídica trata continuamente.
1.2.3. Enfoque social

La pobreza se manifiesta por la imposibilidad de quienes la padecen de satisfacer necesidades básicas de diversas características, en el contexto de una sociedad. Estas necesidades pueden ser de diverso tipo: alimentación, educación, vivienda, salud, recreación y cultura. La existencia de situaciones de carencia constituye un factor generador de un entorno social en el que los individuos se ven obligados a batallar por satisfacer sus necesidades básicas, lo cual puede constituirse en una fuente potencial de conflictos
.

En efecto, la lucha cotidiana contra la pobreza y la frustración que se genera en el individuo por las dificultades que atraviesa pueden constituirse en fuente de conductas antisociales, las que se incrementan por la existencia de situaciones de indefensión, constituidas por la falta de medios de quienes sufren perjuicios o agresiones, para acceder a soluciones acordes al derecho. 

De hecho, la falta de medios del individuo para acceder a la administración de justicia es una causa generadora de indefensión y, a su vez, promueve la continuidad de situaciones violatorias de derechos estimuladas por la impunidad.

La relación existente entre la pobreza y el surgimiento de conflictos se vincula además con el acceso a la administración de la justicia, en cuanto tales conflictos aumentan el volumen de trabajo de los órganos jurisdiccionales, incrementando sus costos y haciendo cada vez más ineficiente el aparato jurisdiccional, lo cual, finalmente, incrementa las dificultades para acceder a la protección que debe otorgar la administración de justicia.

CAPÍTULO II

Sobre el “auxilio judicial”
2.1. SOBRE EL SISTEMA DE TASAS

En el Perú los tributos se crean, modifican, exoneran o derogan sólo por Ley o Decreto Legislativo en caso de delegación de facultades legislativas. Las tasas deben ser reguladas por Decreto Supremo, siendo competente para su aprobación el Poder Ejecutivo quien fija las cuantías correspondientes. 

El pago de tasas se realiza tanto por conceptos judiciales como administrativos y se sustentan en: 

a. Equidad, por la que se exonera del pago de tasas a personas de escasos recursos económicos. Con el cobro de tasas se obtienen mayores ingresos que permiten mejorar el servicio de auxilio judicial.

b. Promoción de una correcta conducta procesal que desaliente el ejercicio irresponsable del litigio y el abuso del ejercicio de la tutela jurisdiccional.

c. Simplificación administrativa, la cual permite mayor celeridad en el trámite de acceso al servicio de auxilio judicial. 

Cabe anotar en este espacio –aunque no es objeto de nuestro estudio, pero que consideramos necesario referirlo- que de conformidad con el TUO Código Tributario artículo II, del Título Preliminar numeral c), los aranceles judiciales cobrados por el Poder Judicial tienen naturaleza tributaria, específicamente es una tasa (tributo cuya obligación tiene como hecho generador la prestación efectiva por el Estado de un servicio público individualizando en el contribuyente).

Equívocamente o peor aún encubiertamente a las Resoluciones Administrativas 001-92-CE/PE; 002-93-CE-PJ; 014-94-CE-PJ; 015-95-CE-PJ; 047-96-SE-TP-CME/PJ; 438-96-SE-TP-CME/PJ; 396-97- SE-TP-CME/PJ; 009-99- SE-TP-CME/PJ; 1074-CME-PJ; 002-2001-CT-PJ; 033-2002-CE-PJ, etc. se las han denominado aranceles judiciales.

Como sabemos las tasas son producto de la potestad tributaria que expresamente se encuentra en el artículo 74
 de nuestra Constitución Política, la misma que señala que sólo el Congreso de la República, el Poder Ejecutivo (caso de delegación de facultades) y los gobiernos locales pueden ejercer la potestad tributaria. 

El artículo bajo comentario no incluye al Poder Judicial, por tanto el cobro de las tasas judiciales creadas mediante Resolución Administrativa son inconstitucionales.

Somos conscientes que el Poder Judicial necesita recursos económicos para poder atender de manera eficiente el incremento de demanda de tutela jurídica, por tanto es necesario que se realice una reforma Constitucional del artículo 74, dando al Poder Judicial potestad tributaria para crear las tasas judiciales. Es decir, que se norme constitucionalmente la potestad del Poder Judicial para crear sus tasas (tributos) judicial.

2.2. “AUXILIO JUDICIAL” Y EL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES

“Se entiende que el Poder Judicial es el instrumento que tiene el Estado para dinamizar nuestros dere​chos. Es así que el acceso a los tribunales debe ser enteramente gratuito (…).
El Decreto Legislativo Nº 310, Código de Proce​dimientos Civiles -derogado por el Código Pro​cesal Civil- establecía en su Sección Primera, disposiciones aplicables a todo procedimiento. Título XV. Beneficio de Pobreza. Este último es denominado por nuestro nuevo código adjetivo como "auxilio judicial". 

Si en la actualidad se es​tableciera con el rótulo de beneficio de pobreza, más de medio Perú entraría a litigar gratuitamen​te, ya que vivimos en un país donde según el últi​mo informe del INEI, la población se retoza en 48% de pobreza y 16% de extrema pobreza. 

Es decir se debería aplicar estrictamente el “auxilio judicial” a más de medio Perú, cosa que no ocu​rre. Así también, el beneficio de pobreza, tuvo sus rémoras al momento de conceder "auxilio ju​dicial" al futuro o ya litigante: Para lograrlo, el desvalido debe presentar una solicitud pidiendo el beneficio. Asimismo, debe probar con testigos que es pobre y, además, ¡no debe percibir renta mayor de seis mil soles al año! Sí, usted ha leído seis mil soles al año o seis intis anuales o medio inti mensual, no hay error. 

Aquí se hace realidad lo de Ovidio: Curia pauperibus clausa est, "el tribunal está cerrado para los pobres". Es así como durante mucho tiempo lo que se plasmó en trata​dos y leyes -con respecto a la asistencia gratui​ta- no se hizo realidad. (…)”
.
2.3. “AUXILIO JUDICIAL”: DEFINICIÓN

El auxilio judicial es el medio mediante el cual, las personas que necesitan acudir al Poder Judicial para resolver un conflicto de intereses, no vean negada esta posibilidad por falta de recursos económicos. 

En opinión de Aldo Bacre el beneficio de litigar sin gastos (denominado tam​bién auxilio judicial o beneficio de pobreza) "es la declaración judicial dictada luego del procedimiento respectivo, por la cual se autoriza a quien ha justificado su carencia de recursos y mientras ella perdure a litigar ante los tribunales sin pagar la tasa de justicia ni las costas del juicio (…), ni dar contracautela"
. Dicho instituto jurídico tiene los siguientes caracteres: 

Asegura principios constitucionales: 
De igualdad ante la ley y defensa en juicio (...). El litigante carente de recursos debe estar en igualdad de situación frente a su oponente.
a. Especificidad del beneficio 
No se trata de una declaración abstracta o genérica, para todo uso y para todo proceso, sino de un beneficio concedido; específicamente, en un determinado momento, para litigar contra persona determinada o intervenir en determinado proceso (...).
b. Demostrar la necesidad del litigio 
Consiste en la exigencia de preservar el principio de moralidad, y que quien solicita el beneficio debe mostrar 'un derecho verosímil' para intervenir o promover un proceso para el cual lo solicita. (Se deja a criterio del juez determinarlo (...).
c. Carácter incidental del trámite
Aun cuando el proceso para el cual se pide el beneficio no se haya iniciado, debe considerarse, por conexidad, un incidente previo, un trámite preparato​rio del mismo. Ello es así, porque no tiene un fin en sí mismo, y sólo sirve para determinado proceso, y será el juez del juicio principal quien estará en mejores condiciones para determinar si lo otorga o lo deniega (...).
d. Amplitud del beneficio

(...)
Se intenta evitar que el litigante que lo obtenga tenga erogaciones en el pro​ceso. En general, se lo dispensa de la tasa de justicia, del pago de honora​rios profesionales, ya que, al respecto, puede obtener la defensa oficial gra​tuita (...); también, la publicación de edictos en el Boletín Oficial será gratuita, como no estará obligado a hacer depósitos para deducir recursos extraordi​narios, ni arraigar.

e. Provisoriedad
(...) Lo decidido no causa estado y si fuese denegatoria, el interesado podrá ofrecer otras pruebas y solicitar una nueva resolución, y si se la conceden, puede dejarse sin efecto si cambian las circunstancias..."
.
El maestro Roberto Alfaro Pinillos define el auxilio judicial como “(…) la ayuda concedida a una de las partes antes o durante el transcurso del proceso. Dicha ayuda consiste en considerar de todos los gastos del proceso. Se concederá auxilio judicial a todas las personas naturales que, para cubrir o garantizar los gastos del proceso, pongan en peligro su subsistencia y la de quienes de ellas dependen. 

La solicitud de auxilio judicial que se hace en formatos oficiales tienen carácter de declaración jurada y su aprobación, de cumplirse con los requisitos del artículo 179 (peligro de subsistencia) del CPC, es automática”
. 

El autor continúa expresando que la referida institución en estudio finaliza “En cualquier estado del proceso, si cesaran o se modificaran las circunstancias que motivaron la concesión del auxilio, el auxiliado deberá informar de tal hecho al Juez, debiendo éste, sin más trámite, declarar su finalización. Adicionalmente, el Juez puede declarar de oficio, o a pedido de la parte no auxiliada el fin del auxilio judicial, sustentado en los mismos motivos anteriores”

2.4. BASES LEGALES INTERNAS

En nuestro ordenamiento jurídico, esta institución no solamente encuentra su base o fundamento legal en nuestra Constitución Política del Perú (Principio de Gratuidad de la Administración de Justicia, Artículo 139, inciso 16
), sino también en los siguientes instrumentos legales, a referir, que derivan del principio constitucional mencionado:

1. LEY Nro. 26846: art. 1;
La Ley N° 26846 del 23 de julio de 1997, modificó la regulación del auxilio judicial contenida en el Código Procesal Civil (Arts. 179, 180, 181, 182, 183 y 187), en los términos que más adelante detallaremos. 

La Ley 26846, también dispone que se modifica el Art. 24º del Texto Único Ordenado de la Ley Orgánica del Poder Judicial referido a la exoneración del pago de tasas judiciales a: 

a. Los litigantes a los que se les concede auxilio judicial. 

b. Los demandantes en los procesos sumarios por alimentos cuando la pretensión del demandante no exceda de veinte (20) Unidades de Referencia Procesal. 

c. Los denunciantes en las acciones de Hábeas Corpus. 

d. Los procesos penales con excepción de las querellas. 

e. Los litigantes en las zonas geográficas de la República, en las que por efectos de las dificultades administrativas se justifique una exoneración generalizada. En este caso, la Comisión Ejecutiva del Poder Judicial determinará mediante Resolución Administrativa, las zonas geográficas en que será de aplicación esta exoneración. 

f.    El Ministerio Público en el ejercicio de sus funciones. 

g. Las diversas entidades que conforman los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial, los órganos constitucionalmente autónomos, las instituciones públicas descentralizadas y los Gobiernos Regionales y Locales
.

h. Los que gocen de inafectación por mandato expreso de la ley.

i.     Los trabajadores, ex trabajadores y sus herederos en los procesos laborales y previsionales, cuyo petitorio no exceda de 70 (setenta) Unidades de Referencia Procesal, de amparo en materia laboral, o aquellos inapreciables en dinero por la naturaleza de la pretensión
. 

2. LEY Nro. 26636: art. 55 –in fine-

3. Decreto Legislativo Nº 768, (Aprueba el T.U.O. del Código Procesal Civil): Artículo VIII del T.P., y en la Sección Tercera, Título VII, Artículos 179 al 187, modificados por Ley Nº 26846).

4. Decreto Supremo Nº 017-93-JUS (Aprueba el T.U.O. de la Ley Orgánica del Poder Judicial): Artículos 24, 70, 295, 296, 297 y 304.

Como se podrá apreciar existe toda una gama de dispositivos legales que buscan la protección de aquellas personas naturales carentes de recursos económicos suficientes para afrontar un proceso que en nuestro país resulta, a veces, muy oneroso y de extensión lata. 

Es que este derecho, por su envergadura constitucional, merece toda la atención posible de parte de las autoridades responsables de hacerlo efectivo. 

No está demás decirlo que el reconocimiento de este derecho no sólo se da en nuestro derecho interno sino también que está protegido por instrumentos internacionales los cuales son vinculantes para todos los países que los han ratificado en su respectivo sistema jurídico. 

Esta vinculación se manifiesta en que los países parte deben adoptar medidas legislativas, técnicas o de cualquier otra índole para dar plena vigencia a los derechos reconocidos.

2.5. REGULACIÓN DEL “AUXILIO JUDICIAL” 

Nuestro actual Código Procesal Civil en el artículo VIII de su Título Preliminar consagra como principio procesal al Principio de Gratuidad en el acceso a la justicia, de esta manera:

“El acceso al servicio de justicia es gratuito, sin perjuicio del pago de costos, costas y multas establecida en este Código y disposiciones administrativas del Poder Judicial”
.

Al respecto, “Beatriz Quintero y Eugenio Prieto, acerca del postulado del libre acceso de los justiciables al órgano jurisdiccional dicen que: “…Su afirmación corresponde a la siguiente: todos pueden acudir al servicio de la jurisdicción, o a éste: las puertas de los tribunales deben estar abiertas para todos. Es evidente que la igualdad de las personas, de los habitantes de un territorio nacional, se ve vulnerada si por una situación económica o social, se le obstaculiza este acceso. 

El legislador de todos los países busca restablecer el equilibrio, roto no solamente por la diferente condición económico-social de los justiciables sino también por el progresivo incremento del costo de la actividad jurisdiccional, y por ello tiene que asistir a las partes económicamente débiles, bien sea liberándolas de los gastos del proceso, ora creando procedimientos especiales de acelerada tramitación como por ejemplo el amparo de pobreza en el proceso civil, o la defensa de oficio en el penal, todo con miras a solucionar esa deficiencia económica” ( QUINTERO; y PRIETO, 1998, Tomo I: 94-95).

El artículo VIII del Título Preliminar del Código Procesal Civil, concordante con el inciso 16) del artículo 139 de la Constitución Política de 1993 (según el cual es principio y derecho de la función jurisdiccional el principio de la gratuidad de la administración de justicia y de la defensa gratuita para las personas de escasos recursos, y para todos, en los casos que la ley señala), consagra el principio de gratuidad en el acceso al servicio de justicia, aunque establece ciertas limitaciones como aquellas que se refieren a las costas
, costos
 y multas
, cuyo pago es impuesto a las partes en los casos que correspondan.

(…)

Como se ha podido apreciar, no es del todo cierto que el acceso al servicio de justicia sea gratuito, razón por la cual en el Código Procesal Civil se ha establecido, en salvaguarda de los derechos e intereses de las personas de escasos recursos, la institución del auxilio judicial, que es el que se concede a las personas naturales que para cubrir o garantizar los gastos del proceso, ponen en peligro su subsistencia y la de quienes ellas dependen (art. 179 del C.P.), y que tiene por efecto exonerar al beneficiado de todos los gastos del proceso (art. 182 del C.P.). 

El citado cuerpo de leyes también ha previsto (en su art. 562
) la exoneración del pago de tasas judiciales al demandante en un proceso de alimentos, siempre que el monto de la pensión alimenticia que se reclama no exceda las 20 U.R.P. Las disposiciones legales antes señaladas hacen posible, pues, que quien carezca de medios económicos suficientes pueda acceder al servicio de justicia a efecto de ejercer su derecho a la tutela jurisdiccional efectiva”
.

A continuación haremos referencia a los diversos artículos del Código Procesal Civil vigente y de la Directiva Nº 006-2004-CE-PJ. Los mencionados instrumentos tratan sobre cómo acceder al beneficio “auxilio judicial”. Es decir, establecen quienes pueden gozar de él, los requisitos a cumplir, los órganos competentes para conocerlo, en fin una serie de disposiciones que a continuación desarrollaremos, haciendo de cada uno un análisis para determinar así sus alcances y límites.

Cabe referir que con fecha 6 de octubre de 2004, fue emitida por parte del Consejo Ejecutivo del Poder Judicial la Resolución Administrativa N.° 182-2004-CE-PJ (publicada  con fecha 12 de noviembre de 2004), mediante la cual se aprueba la Directiva N.° 006-2004-CE-PJ sobre Procedimientos para la Concesión del Beneficio de Auxilio Judicial y se establece y aprueba el Formato de Solicitud para el ejercicio de dicho trámite.

Consideramos loable el propósito del Consejo Ejecutivo de promover una norma que atienda a un grueso sector de la población que no puede acceder al Poder Judicial por carecer de los ingresos necesarios para costear los aranceles judiciales y las cédulas de notificación. 

Sin embargo, más allá de las buenas intenciones, vemos con preocupación que en el formato de solicitud de dicho auxilio judicial, se establezca que quien pide dicho beneficio deba acompañar una serie de documentos que no corresponden a la realidad de pobreza en que se encuentran los ciudadanos solicitantes.  

En este sentido, exigir recibos de luz, agua, teléfono, cable, pago de autoevalúo, recibo de alquiler, etc., no son precisamente los medios más apropiados para acreditar  que una persona carece de recursos, ya que por lo general, en una realidad de pobreza y marginación como la que viven muchos peruanos, ni siquiera se brindan los servicios mencionados. 

2.5.1. Sujetos del “auxilio judicial”

Artículo 179º.- Titular del Auxilio.-

Se concederá auxilio judicial a las personas naturales que para cubrir o garantizar los gastos del proceso, pongan en peligro su subsistencia y la de quienes ellas dependan.

Concordancias:

El artículo referido es concordante: con nuestra Constitución de 1993 (artículo 139, inciso 16); Ley Orgánica del Poder Judicial (artículos 24, 295 y 297); Ley Nº 26846 (artículo 6); Código Procesal Civil (artículos VIII del Título Preliminar, 180, 181, 182, 187 y 614).
Los titulares del auxilio judicial según nuestra norma adjetiva son todas aquellas personas naturales o físicas que se encuentren comprendidas en los presupuestos regulados por el artículo 179 del Código Procesal Civil, esto es, aquellas que a efectos de cubrir o garantizar los gastos de un proceso pongan en peligro su subsistencia y la de quienes de ellas dependan, podrán solicitar la concesión del beneficio de auxilio judicial ante la dependencia judicial que conozca de su proceso. 

Ahora, qué debemos entender por la frase “pongan en peligro su subsistencia”. Para desentrañar su significado, vayamos por partes.

Peligro: riesgo o contingencia inminente de que suceda algún mal/ lugar, paso, obstáculo o situa​ción en que aumenta la inminencia del daño
. 

Subsistencia: vida, acción de vivir un ser huma​no. / Permanencia, estabilidad y conservación de las cosas. / Conjunto de medios necesarios para el sustento de la vida humana
. 

“El presente ar​tículo pide que su entorno afecte de modo direc​to o indirectamente la vitalidad para conceder "auxilio judicial". Esto quiere decir que si una persona vive cómodamente, como ser humano que se merece vivir, entonces no estaría afecto al "auxilio judicial". Se tiene que estar despedaza​do por la realidad hasta fines no existenciales para poder tener acceso a un derecho que es innato a todo ser humano”
.

En ese sentido, citaremos la siguiente cita jurisprudencial del expediente Exp. Nº 742-2005-Huánuco en la que a la actora –soltera ella- se le deniega el pedido de “auxilio judicial” a pesar de que el sueldo que percibe no le alcanza a cubrir sus gastos familiares.
"(...) que el beneficio de Auxilio Judicial está reservado para personas que tengan una condición económica precaria (...) lo que no sucede en el presente caso, por cuanto (...) percibe una retribución de un mil 00/100 nuevos soles, situación que no le otorga la calidad de persona de situación económica precaria (...) se RESUELVE: declarar IMPROCE​DENTE la solicitud de Auxilio Judicial.

“Como se habrá podido apreciar la persona que trabaje y tenga una asignación mensual mayor a la remuneración mínima vital no podrá estar afecta al "auxilio judicial". ¿Cómo se puede interpre​tar ello? ¿Acaso con mil nuevo soles, con una casa alquilada a cuestas y con una anciana a quien los años aminoran su salud se puede vivir cómo​damente como nuestra dignidad nos lo demanda?¿Acaso el juez en mención desea que se esté ago​biado hasta las canteras de la inanición para que pueda otorgar la exoneración requerida? ¿Acaso mil nuevos soles bastarán para cubrir un preten​dido proceso? Un magistrado o un profesor uni​versitario puede no ser propietario de una casa, pero no por ello puede ser considerado un no ha​biente; un contrabandista puede no tener oficial​mente nada, pero ser realidad millonario. Inevi​tablemente una madre de familia tiene que abste​nerse de tener entradas que cubran su cotidiani​dad mediante un bienestar digno. Ello porque tiene que acreditar con medios probatorios sufi​cientes su situación económica precaria, y que viva en condiciones de extrema pobreza (...)
 ”
.

Si bien de la jurisprudencia citada el autor hace todo un análisis razonable, es necesario anotar que no todos los jueces tienen el mismo criterio a la hora de declarar la procedencia o improcedencia de lo peticionado –el “auxilio judicial”-.

Esto en virtud de la resolución número uno del Exp. 2001-1515-Lambayeque. En ésta –resolución- el Juez declara fundada la solicitud de “auxilio judicial” presentada por una señora que educa a seis hijos suyos y que además cuenta con todos los servicios básicos –agua, desagüe, luz. Es decir, no ha sido necesario, para otorgarle el beneficio, estar en una situación de vida paupérrima o indigente o vivir en condiciones de extrema pobreza. Vivir en condiciones de extrema pobreza implica pues estar carentes, por lo menos, de los servicios básicos, lo que no sucede en este caso concreto.

El artículo en comento habría que entenderlo en el sentido de que son beneficiarias, hasta aquellas personas –físicas-, que teniendo una vida llevada con un mínimo de dignidad se vean afectadas en su bienestar
 por los gastos que pudiera ocasionar el proceso judicial en el cual están implicados –sea como demandante o demandado-.

Entiéndase como “mínimo de dignidad” la situación de poder acceder a los servicios básicos como salud, educación, de saneamiento.

Es decir, se debe conceder dicho beneficio a todas las personas de escasos recursos –suficientes o no para vivir dignamente-. Estrictamente, a quienes tengan que intervenir en un proceso cuyos gastos por todos conocidos no pueden ser solventados o garantizados sin poner en riesgo la propia subsistencia del sujeto procesal o la de las personas que dependan de este último(integrantes del círculo familiar.

Por otro lado, “el auxilio judicial (beneficio por el cual se exonera de los gastos del proceso al auxiliado mas no del pago de las costas y costos procesales: arts. 182 -primer párrafo- y 413 -segundo párrafo- del C.P.C.) se concede únicamente a personas naturales (y no a personas jurídicas, siendo irrelevante si éstas se encuentran en situación de liquidez o insolvencia)”
. Asimismo, también cabe inferir que las personas jurídicas no se encuentran incluidas en el referido precepto porque éstas implican toda una organización económica, es decir su status económico no es insuficiente para afrontar un proceso judicial.

2.5.2. Requisitos

Artículo 180º.- Requisitos del Auxilio.-

El auxilio puede solicitarse antes o durante el proceso mediante la presentación en la dependencia judicial correspondiente, de una solicitud en formatos aprobados por el Órgano de Gobierno y Gestión del Poder Judicial. La solicitud de auxilio judicial tiene carácter de declaración jurada y su aprobación de cumplirse con los requisitos del Artículo 179º de este Código, es automática.

CONCORDANCIAS:

El artículo referido es concordante: con la Ley Nº 26846 (artículo 6); Código Procesal Civil (179, 181, 182, 187).
Para empezar se debe entenderse por Dependencia Judicial a “los órganos jurisdiccionales competentes por razón de territorio, materia, grado o cuantía, para conocer los procesos para los cuales se está requiriendo el beneficio de Auxilio Judicial”
. 

Hacemos la atingencia necesaria en razón de que si se interpreta literalmente la expresión legal “dependencia judicial correspondiente” se podría entender que existe una entidad especializada en el Poder Judicial ante la cual se solicitaría el beneficio del “auxilio judicial” y esto no es así
. Queda claro entonces que no existe una entidad especializada para tramitar las peticiones del beneficio judicial. La solicitud de auxilio judicial se puede presentar ante el Juez del proceso o el órgano jurisdiccional que resultaría competente para conocerlo. Es decir, el auxilio judicial puede ser solicitado por el interesado en momento previo al inicio del proceso (entendiéndose aquí que el beneficiario se trata del futuro accionante y no del demandado) o durante la tramitación de éste.

En el primer caso, el pedido se hará ante la Mesa de Partes del órgano correspondiente y, en el segundo caso, ante el órgano jurisdiccional que está conociendo la causa, para ello presentará una solicitud, empleando el formato de Solicitud de Auxilio Judicial (…)
. Debe quedar claro que los trámites se deben realizar ante la Corte Superior del Distrito Judicial en el que se va a iniciar el proceso.
Para dicho efecto deberán completar el formato de la solicitud y adjuntar los medios probatorios que acrediten la imposibilidad económica, tales como recibos de servicios públicos, recibo actual del pago de autovalúo, boletas de pago, entre otros.

"... Siendo el auxilio judicial un beneficio que debe solicitarlo aquél (sic) que se considere necesario y no desprendiéndose de los autos que el recurrente haya hecho uso de su derecho que le franquea la Ley, no se puede denunciar la violación del principio constitucional del derecho a la gratuidad de la admi​nistración de justicia ya que es el mismo recurrente quien no lo ha solicitado, no pudiendo pretender que la instancia judicial y mucho menos la casatoria se sustituya y vaya más allá de sus pretensiones"
.
Por otro lado, también se aprecia que la solicitud presentada tiene carácter de declaración jurada y su aprobación es automática. Esto se condice con la denominada “presunción de veracidad” establecido en el artículo 42º, inciso 1 de la Ley 27444. 

Dicho precepto prescribe que “Todas las declaraciones juradas, los documentos sucedáneos presentados y la información incluida en los escritos y formularios que presenten los administrados para la realización de procedimientos administrativos, se presumen verificados por quien hace uso de ellos, así como de contenido veraz para fines administrativos, salvo prueba en contrario. Esta “presunción de veracidad” da a entender que la intención del administrado es legítima y por tanto debe ser resuelta de manera pronta y oportuna, sin más dilaciones ni demoras que afecten sus intereses. Además, la aprobación automática de la solicitud se fundamentaría en que no se puede hacer esperar más a quien está necesitado de tutela urgente de sus derechos.

Ha de advertirse que el auxilio judicial concedido en un proceso determinado no alcanza para otros que iniciará el auxiliado. Esto en virtud del artículo aquí citado porque éste hace referencia a que “el auxilio puede solicitarse antes o durante el proceso”, es decir durante el proceso que el auxiliado está siguiendo o quiere iniciarlo mas no hace referencia alguna a otros procesos. En otras palabras, no amplía el mismo a otros juicios, salvo que el litigante inicie el procedimiento establecido en el artículo 181 del Código Procesal Civil para cada juicio que inicie.

2.5.3. Procedimiento

Artículo 181.- Procedimiento.-

Quien obtenga auxilio judicial pondrá en conocimiento de tal hecho al juez que deba conocer del proceso o lo conozca, mediante la presentación de un escrito en el que incluirá la constancia de aprobación de la solicitud a la que se hace referencia en el artículo anterior y la propuesta de nombramiento de abogado apoderado. El Juez tomará conocimiento y dará trámite a la indicada documentación en cuaderno separado. El pedido de auxilio no suspende la tramitación del principal.

CONCORDANCIAS:

El artículo referido es concordante: con los artículos 179, 180, 182 y 187 del Código Procesal Civil.

El procedimiento a seguir, según nuestro ordenamiento jurídico, es en el siguiente orden:

· De cumplirse estrictamente con lo dispuesto (…), el Órgano Jurisdiccional, expedirá resolución concediendo el beneficio peticionado, la que será notificada al recurrente y a la Oficina de Administración Distrital de la respectiva Sede Judicial, adjuntando copias de los actuados pertinentes
.
· Una vez concedido el auxilio judicial, el beneficiario hará conocer el hecho al juez que deba conocer del proceso o lo conozca. En esta parte del artículo en comento se debe estar a lo analizado líneas arriba (análisis del artículo 180) en el sentido de que si el pedido de auxilio se ha tramitado ante el Juez que conoce el caso estaría demás darle a conocer algo que él mismo ha resuelto. Por tanto se dará a conocer el otorgamiento del “auxilio judicial” solamente al Juez que deba conocer el proceso.

· Para dar a conocer la concesión del “auxilio judicial” se presentará un escrito en el cual se adjuntará la constancia de aprobación de la solicitud y la propuesta de nombramiento de abogado apoderado. 

Es decir, se “(…) debe presentar el escrito respectivo, en el que se deberá adjuntar como anexo la constancia de aprobación de la solicitud de auxilio judicial emitida por la dependencia judicial correspondiente (que, recordemos, es automática si se cumplen los requisitos para conceder el citado beneficio, contemplados en el art. 179 del C.P.C.), debiéndose, además, señalar en el citado escrito a la persona que el auxiliado propo​ne para que se desempeñe como su abogado apoderado en el proceso (pudiendo el Juez efectivamente nombrar como tal a dicha persona o a la que considere más idónea, según lo prevé el art. 183 del C.P.C.)”
.
Debe entenderse “como constancia de aprobación de la solicitud de Auxilio Judicial a la copia certificada de la resolución expedida por la Dependencia Judicial correspondiente, aprobando el petitorio efectuado por el auxiliado”
.

· Una vez que El Juez tenga conocimiento dará el trámite que corresponda en cuaderno separado. El pedido de auxilio no suspende la tramitación del principal, vale decir, no acarrea la suspensión del proceso por lo que éste sigue su curso

Desarrollando, “Una vez conocida por el Juez la obtención del auxilio judicial en virtud del escrito aludido en el punto anterior, dará trámite a éste en cuaderno separado (a efecto de nombrar al abogado apoderado del auxiliado sobre la base de la propuesta de éste o atendiendo al criterio del Juez).

Es de destacar que la solicitud de auxilio judicial que se presente ante la dependencia judicial correspondiente así como su aprobación por esta última y el trámite incidental enunciado en líneas precedentes no afecta el trámite del principal, vale decir, no acarrea la suspensión del proceso por lo que éste sigue su curso”
.

Cuando estuvimos analizando los artículos  180 y 181 del Código Procesal Civil hicimos referencia sobre la interpretación que de los referidos artículos hizo nuestro Supremo intérprete de la Constitución. En efecto, el 17 de febrero de 2005 el Tribunal Constitucional en la sentencia recaída en el expediente Nº 4549-2004-PC/TC (caso Carlos Alberto Vargas Lamela) se ha pronunciado acerca de cómo se debe interpretar los artículos 180 y 181 del Código Procesal Civil (los mencionados artículos fueron modificados por el artículo 5 de la Ley N.° 26846, publicada el 27 de julio de 1997). A continuación transcribiremos los principales fundamentos en los que el Tribunal Constitucional basa tal interpretación.

“(…) De los dispositivos anteriormente citados, queda claro que la voluntad expresa de las normas legales invocadas (y que deben ser concordadas con el resto de dispositivos del Código Procesal Civil, también modificados por la Ley N.° 26846) es una sola, en apariencia, excluyente: el llamado auxilio judicial, como atributo que se enmarca dentro del derecho constitucional de gratuidad en la administración justicia (para quienes carecen de recursos económicos suficientes), supone una medida cuya petición debe ser canalizada ante lo que la ley denomina “dependencia judicial correspondiente”, para lo cual el interesado ha de utilizar los “formatos aprobados por el Órgano de Gobierno y Gestión del Poder Judicial”. (…), por principio y desde una perspectiva estrictamente literal, aparentemente (…) las normas señaladas, (…) permiten considerar la existencia de una entidad especializada en la estructura interna del Poder Judicial ante la cual deberían presentarse los formatos de auxilio proporcionados por su Órgano de Gobierno y Gestión. Dicha conclusión, por lo demás, se ve inobjetablemente reforzada si se tiene que “Quien obtenga auxilio judicial pondrá en conocimiento de tal hecho al juez que deba conocer del proceso o lo conozca, mediante la presentación de un escrito en el que incluirá la constancia de la aprobación de la solicitud (...)”, lo que supone que el órgano judicial que conoce de un proceso, no es el mismo que la entidad (también judicial) que otorga el auxilio”
.

 “(…) Sin embargo, conviene puntualizar que frente a la lectura de las normas pertinentes, la anteriormente citada Directiva N.° 006-2004-CE-PJ ha establecido en su Título VI, Apartado 4, que debe entenderse “(...) por Dependencia Judicial a los órganos jurisdiccionales competentes por razón del territorio, materia, grado o cuantía, para conocer los procesos para los cuales se está requiriendo el beneficio de Auxilio Judicial”. Bajo tal contexto conviene preguntarse si dicha interpretación, distinta de la promovida a partir de una lectura textual de las ya referidas disposiciones, podría presentarse como una alternativa mucho más legítima en términos constitucionales, que aquella otra a la que inexorablemente conduce la consabida interpretación literal. (…)”
.

“(…) La ley invocada, ciertamente, impone un mandato que teóricamente debería cumplirse, pero que si es asumido en un sentido eminentemente textual, como el que se desprende de sus propias palabras, podría conducir a una serie de problemas de implementación o eficacia práctica. En efecto, este Colegiado aprecia que aunque la idea de concebir el auxilio judicial como una medida de beneficio, se adscribe perfectamente dentro del derecho constitucional a la gratuidad en la administración de Justicia para aquellas personas que carecen de recursos económicos, cuestión prevista en el artículo 139°, inciso 16) de la Constitución, el tratamiento procesal que se le ha dispensado en los dispositivos del Código Procesal Civil (…) resultaría inconstitucional si se le asume en los términos en los que lo gráfica el demandante de la presente causa. Las razones por las que este Colegiado arriba a tal conclusión son de diverso orden, y pueden ser explicitadas en base a las siguientes consideraciones: a) la existencia de una dependencia judicial especializada tal y como se concibe en las disposiciones del Código Procesal Civil, significa para el Estado la necesidad de estructurar un sistema institucional que de alguna forma opere de modo paralelo a los órganos jurisdiccionales que conocen de los procesos en particular. Aunque este Colegiado no pretende afirmar que son circunstancias de orden económico o presupuestal las que impiden tal cometido (no es el argumento de la programaticidad de ciertas normas el que aquí se sigue), se  inclina en cambio por enfatizar que tal proyectado sistema no se compadece con la realidad judicial del país ni con las necesidades de tutela de sus litigantes. En efecto, si la lógica pasa por la existencia de una oficina o dependencia única (tal cual estrictamente la concibe la ley) habría que preguntarse dónde es que va a ubicarse la misma y si tal ubicación no beneficiaría únicamente a los litigantes afincados en la sede judicial donde tal dependencia quedara instalada. Dentro de esta primera posibilidad, queda claro que si en un país judicialmente descentralizado como el nuestro se estructurara una dependencia con características centralizadas como las aquí descritas, el proyectado beneficio de auxilio sería para los litigantes de zonas lejanas o inaccesibles poco menos que una traba burocrática que privilegiaría el centralismo administrativo por sobre la necesidad de protección inmediata, que es justamente aquella que experimentan quienes requieren del auxilio. Aunque dentro de dicho contexto, el artículo 182° del Código Procesal Civil (que es una de las disposiciones modificadas por la Ley N.° 26846) se inclinaría por una fórmula relativamente desconcentrada, esta última tampoco resuelve por sí misma el problema descrito, pues tan sólo se limita a dejar constancia de la remisión que haría la consabida dependencia especializada a la Corte Superior del respectivo Distrito Judicial, de  una copia de la respectiva solicitud de auxilio, sin atenuar en lo absoluto el efecto de centralismo que supone su inicial tramitación (desplazamiento hacia la zona en la que se encuentra la oficina especializada). Dentro de una segunda posibilidad y aun asumiendo que el Código Procesal no hubiese querido concebir una entidad rigurosamente centralizada (alternativa que no parece ser la perseguida por la ley), sino una de tipo descentralizado, paralela a cada órgano que resuelve los procesos, parece poco probable que el Poder Judicial cuente en las actuales  circunstancias con la suficiente infraestructura como para solventar y aun proyectar, siquiera preliminarmente, dicho modelo. El problema es, pues, que se trata de un sistema por ahora impracticable, desde una perspectiva descentralizada, y nocivo para el justiciable si es que, como parece probable según lo que la ley dispone, se asume con características strictu sensu centralistas; b) este Colegiado entiende que si un modelo institucional no facilita las condiciones para el ejercicio oportuno y adecuado de un derecho tan importante como el auxilio sino que, por el contrario, obstaculiza  su eficacia o simplemente privilegia a determinados sectores, por el sólo hecho de encontrarse geográficamente ubicados alrededor o en las inmediaciones de una burocracia administrativa centralistamente implementada, su configuración (la de tal modelo) no puede resultar legítima en términos constitucionales, ni por tanto hacerse exigible jurídicamente. Lo dicho es tanto más trascendente cuando el derecho por el que aquí se reclama está diseñado precisamente para apoyar a quienes más carecen de recursos y necesitan de condiciones de flexibilización en los instrumentos de acceso a la justicia que, dentro del sistema implementado, no se ven claramente reflejados (…)”
.

“(…) este Colegiado entiende que la manera más adecuada de evitar la paradoja de imponer el cumplimiento de una norma legal aparentemente opuesta a los mandatos constitucionales, pasa por el hecho de ensayar una lectura de dicha norma que resulte compatible con la Constitución. Dicha alternativa, además de suponer una opción perfectamente legítima dentro del cuadro de opciones habilitadas por la jurisdicción constitucional, resulta procedente si de lo que se trata es de operativizar el derecho a la gratuidad en la administración de justicia, y no de neutralizarlo o simplemente tornarlo impracticable. A los efectos de tal cometido, este Tribunal asume que la interpretación y desarrollo que respecto de las normas legales exigidas se ha practicado en la Directiva N.° 006-2004-CE-PJ es el más adecuado en las actuales circunstancias, pues permite que la Constitución cumpla sus objetivos y que la propia institución del auxilio judicial a la que se refiere el Código Procesal Civil, se canalice en la forma más operativa posible. Aun cuando existen diversos aspectos que pueden verse mejorados, queda claro que la alternativa a la que conduce la interpretación ofrecida por la citada Directiva es mucho más óptima que aquella otra a la que conduce una interpretación literal como la anteriormente graficada.

(…) Dentro del contexto descrito, este Colegiado reitera que la exigibilidad de las normas invocadas no queda neutralizada en modo alguno, sino que es permanente, aunque dentro de criterios de flexibilización jurídica que necesariamente han de tomar en cuenta, a saber: a) su tramitación debe hacerse directamente ante los órganos jurisdiccionales que por razones de territorio, grado o cuantía, resulten competentes para conocer los procesos en los cuales se requiere de dicha medida; b) su solicitud puede darse antes o durante la tramitación de cada proceso; en el primer caso, el interesado deberá hacerlo ante la Mesa de Partes de la Corte Superior del Distrito Judicial en el que va a iniciar el proceso; en el segundo caso, directamente ante el órgano jurisdiccional que conoce del mismo; c) en cada caso deberán utilizarse los formatos proporcionados por el Órgano de Gobierno y Gestión del Poder Judicial; si no existe, la solicitud será presentada de forma escrita, quedando el órgano judicial correspondiente obligado a darle el trámite correspondiente; d) la procedencia de la medida de auxilio Judicial está sujeta a las condiciones que establece el Código Procesal Civil”
.

2.5.4. Efectos
Artículo 182º.- Efectos del Auxilio.-
El auxiliado está exonerado de todos los gastos del proceso. El pedido de auxilio antes de la demanda suspende la prescripción, salvo que concediéndose, transcurran treinta (30) días de notificado sin que se interponga la demanda.

Una copia de la solicitud de auxilio judicial será remitida por la dependencia judicial correspondiente a la Corte Superior de dicho Distrito Judicial. Periódicamente se realizará un control posterior y aleatorio de las solicitudes de auxilio judicial presentadas en todo el país a fin de comprobar la veracidad y vigencia de la información declarada por el solicitante. Contra el resultado de este control no procede ningún medio impugnatorio.

En caso de detectarse que la información proporcionada no corresponde a la realidad en todo o en parte, la dependencia encargada pondrá en conocimiento de tal hecho al Juez para que se proceda conforme al segundo párrafo del Artículo 187º.

CONCORDANCIAS:

El artículo referido es concordante: con la Ley Orgánica del Poder Judicial (artículos 24 y 297); Ley Nº 26846 (artículo 1, inciso a) y 6); Código Procesal Civil (179, 180, 181, 187, 413 y 562).
· A tenor del artículo en comento, al beneficiado con el “auxilio judicial” se le exonerará de todos los gastos que implique seguir un proceso. 
Debe entenderse como tales los montos que el Poder Judicial deja de percibir por la concesión de dicho beneficio, es decir, los correspondientes a cédulas de notificación y aranceles judiciales
.
Se debe tener presente la concesión del “auxilio judicial” no significa la exención de la condena al pago de costas y costos procesales. Esto en virtud de los artículos 412
 -primer párrafo- y 413
 -segundo párrafo- del C.P.C., pues corresponde al auxiliado el pago de tales conceptos en caso de resultar vencido en el juicio seguido.
· El segundo efecto se refiere a “la suspensión de la prescripción extintiva (institución jurídica por la cual se extingue la acción pero no el derecho mismo: art. 1989 del C.C), en caso de haberse presentado la solicitud de auxilio judicial antes del inicio del proceso (siendo aquí el auxiliado el futuro accionante). En relación al último de los efectos citados, cabe señalar que no opera la suspensión de la prescripción extintiva si, una vez aprobada la solicitud de auxilio judicial por la dependencia judicial correspondiente, no interpone el auxiliado (y a la vez accionante) la demanda respectiva dentro de los 30 días siguientes a la notificación de la aprobación del auxilio judicial”
.
La dependencia judicial que apruebe la solicitud de auxilio judicial (aprobación que será automática si dicho pedido reúne los requisitos para la concesión del referido beneficio, contemplados en el art. 179 del C.P.C.) debe enviar una copia de tal solicitud a la Corte Superior del distrito judicial en que se encuentra la aludida depen​dencia judicial.
Control posterior de las solicitudes

· Periódicamente se realizará un control posterior y aleatorio de las solicitudes de auxilio judicial presentadas en todo el país a fin de comprobar la veracidad y vigencia de la información declarada por el solicitante (…)
. 

El mencionado control (el cual se realizará mensualmente) está a cargo de La Oficina de Administración Distrital de cada Sede Judicial a fin de comprobar la veracidad y vigencia de la información declarada por el solicitante
.

· Si como resultado de estas acciones de control, se detectara la existencia de información que no corresponda a la realidad, total o parcialmente, la Oficina de Administración Distrital debe comunicar este hecho al magistrado que conoció el trámite de la solicitud para que proceda conforme al segundo párrafo del Artículo 187º.

· Contra el resultado de este control no procede ningún medio impugnatorio.

Todas las solicitudes de auxilio judicial, dado que su aprobación es automáti​ca (art. 180 del C.P.C), son objeto posteriormente de una labor periódica y aleatoria de fiscalización y verificación de la información contenida en ellas, a fin de establecer su autenticidad y vigencia (esto último implica determinar si las circunstancias que ameritaron la concesión del auxilio judicial se mantienen o si se han modificado a tal grado que debe declararse el fin del indicado beneficio). Todo pronunciamiento que se haga, en cualquier sentido, acerca de la veracidad y vigencia de la información contenida en la solicitud de auxilio judicial, se tiene por definitivo, vale decir, no es materia de impugnación por el interesado
.
Sí en virtud del control posterior, periódico y aleatorio de las solicitudes de auxilio judicial que se presentasen se verificase que lo declarado por el peticionante resulta ser parcial o totalmente falso (en buena cuenta significa declarar que se trata de una persona de escasos recursos cuando en realidad su posición económica es otra mucho más ventajosa), entonces, la dependencia encargada de efectuar dicha labor de fiscalización comunicará de ello al Juez del proceso a efecto de que éste proceda de acuerdo a lo normado en el segundo párrafo del artículo 187 del Código Procesal Civil, según el cual, en caso que la dependencia judicial encargada de rea​lizar las verificaciones sobre los pedidos de auxilio judicial informase al Juez del cese de las circunstancias que motivaron el auxilio o la falsedad de las mismas, éste de​clarará automáticamente finalizado el auxilio concedido y condenará a quien obtuvo el auxilio judicial al pago de una multa equivalente al triple de las tasas dejadas de pagar, sin perjuicio de iniciarse las acciones penales correspondientes.
2.5.5. Designación del Apoderado del auxiliado

Artículo 183º.- Apoderado del auxiliado.-

Habiendo tomado conocimiento de la aprobación del auxilio judicial el Juez mediante resolución, podrá acceder a la solicitud del interesado designando al abogado que actuará como su apoderado.

Caso contrario el Juez nombrará apoderado eligiéndolo de la lista que el Colegio de Abogados de la sede de la Corte enviará a la Presidencia de la misma. Ningún abogado está obligado a patrocinar más de tres procesos con Auxilio Judicial al año.

Los honorarios del apoderado son fijados por el Juez. Son cubiertos íntegramente por el perdedor, sino fuera auxiliado. Si éste fuera el perdedor, los paga el Colegio respectivo.

Si el apoderado no reside donde va a continuar el proceso, sea segunda instancia o casación, el órgano jurisdiccional encargado le nombrará un sustituto. Lo mismo ocurrirá si el apoderado cambia de lugar de residencia.

CONCORDANCIAS:

El artículo referido es concordante: con la Ley Orgánica del Poder Judicial (artículos 295 y 297) y el Código Procesal Civil (179, 180, 181, 182, 184, 185, 186 y 187.).
“
Una vez que el auxiliado hace saber al Juez la concesión del auxilio judicial (mediante el escrito respectivo, en el que se adjunta la constancia de aprobación de dicho beneficio emitida por la dependencia judicial correspondiente), este último pro​cederá a designar a la persona que se desempeñará en el proceso como abogado apoderado del auxiliado, para lo cual tomará en cuenta la propuesta hecha por el auxiliado o, en su defecto, optará por elegirlo sobre la base de la lista (de abogados hábiles) que el Colegio de Abogados correspondiente haya remitido para tal efecto a la Presidencia de la Corte Superior del lugar en que se desarrolla el proceso.

Según el inciso 12) del artículo 288 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, constituye deber del abogado ejercer obligatoriamente, cuando menos una defensa gratuita al año. El segundo párrafo del artículo 183 del Código Procesal Civil precisa al respecto que no se puede obligar a los abogados a patrocinar más de tres proce​sos con auxilio judicial al año.

El Juez del proceso determina el monto de los honorarios del abogado apode​rado del auxiliado, que será pagado: a) por la parte que resulte vencida en el proceso, siempre que no se trate del beneficiario del auxilio judicial; y b) por el Colegio de Abogados en el que está registrado el abogado apoderado del auxiliado, en caso de resultar este último vencido en juicio.
A efecto de ejercer adecuadamente su función, el abogado apoderado del auxiliado debe tener su domicilio en el lugar donde se desarrolla el proceso. Es por ello que, en caso de que el abogado apoderado del auxiliado cambiara de domicilio (encontrándose éste fuera del lugar del proceso) o el trámite del proceso deba continuarse (en segunda instancia o en casación) en una localidad en la que no domicilia el abogado apoderado del auxiliado, el órgano jurisdiccional respectivo procederá a sustituir a aquél, designando abogado apoderado a otra persona que tenga su residencia en el lugar en que se tramita el proceso”
.
2.5.6. Impedimento, recusación y abstención del apoderado
Artículo 184º.- El apoderado debe abstenerse si se encuentra incurso en alguna de las causales de impedimento o recusación aplicables al Juez. El impedimento o recusación del apoderado se manifestará dentro de tres días de notificado el nombramiento, acompañando los medios probatorios. El Juez resolverá de plano, siendo su decisión inimpugnable.

CONCORDANCIAS:

El artículo referido es concordante: con los artículos 179, 182, 183, 185, 186, 187, 305, 307 y 313 del Código Procesal Civil.
El abogado apoderado del auxiliado debe abstenerse de intervenir como tal en el proceso si se encuentra incurso en alguna de las causales de impedimento o recusa​ción que resultan aplicables a los Jueces. 

Por tanto, el abogado apoderado del auxiliado debe abstenerse de intervenir en el proceso en los casos que el artículo 305, 307 y 313 del C.P.C., establecen:
a. Cuando ha sido parte anteriormente en el proceso (arts. 184 y 305 -inc. 1)- del C.P.C).

b. Cuando él o su cónyuge o concubino, tiene parentesco dentro del cuarto grado de consanguinidad, segundo de afinidad o de adopción con alguna de las partes o con su representante o apoderado o con un Abogado que interviene en el proceso (arts. 184 y 305 -inc. 2)- del C.P.C.).

c. Cuando él o su cónyuge o concubino, tiene el cargo de tutor o curador de cualquiera de las partes (arts. 184 y 305 -inc. 3)- del C.P.C.).

d. Cuando ha recibido él o su cónyuge o concubino, beneficios, dádivas de alguna de las partes, antes o después de empezado el proceso, aunque ellos sean de escaso valor (arts. 184 y 305 -inc. 4)- del C.P.C.).

e. Cuando ha conocido el proceso en otra instancia (arts. 184 y 305 -inc. 5)- del C.P.C.).

f. Cuando es amigo íntimo o enemigo manifiesto de cualquiera de las partes, demostrado por hechos inequívocos (arts. 184 y 307 -inc. 1)- del C.P.C.).

g. Cuando él o su cónyuge o concubino o su pariente en la línea directa o en la línea colateral hasta el segundo grado, primero de afinidad o adoptado, tienen relaciones de crédito con alguna de las partes; salvo que se trate de persona de derecho o de servicio público (arts. 184 y 307 -inc. 2)- del C.P.C.).

h. Cuando él o su cónyuge o concubino, son donatarios, empleadores o pre​suntos herederos de alguna de las partes (arts. 184 y 307 -inc. 3)- del C.P.C.).

i. Cuando haya intervenido en el proceso como apoderado, miembro del Ministerio Público, perito, testigo o defensor (arts. 184 y 307 -inc. 4)- del C.P.C.).

j. Cuando tiene interés directo o indirecto en el resultado del proceso (arts. 184 y 307 -inc. 5)- del C.P.C.).

k. Cuando exista proceso vigente entre él o su cónyuge o concubino con cual​quiera de las partes, siempre que no sea promovido con posterioridad al ini​cio del proceso (arts. 184 y 307 -inc. 6)- del C.P.C.).

l. Cuando se presentan motivos que podrían perturbar la función del abogado apoderado del auxiliado, en cuyo caso se abstendrá por decoro o delicadeza (arts. 184 y 313 del C.P.C).

La causal de impedimento o recusación del abogado apoderado del auxiliado debe ser manifestada al órgano jurisdiccional dentro de los tres días siguientes de producida la notificación de la designación de aquél, debiéndose ofrecer los medios probatorios que acrediten la causal en cuestión (no bastará, pues, la mera invocación de la causal).
Si se alegara alguna causal de impedimento o recusación del abogado apoderado del auxiliado, el órgano jurisdiccional procederá a pronunciarse de inmediato, esto es, resolverá lo pertinente de plano (sin mayor trámite), estando imposibilitados los interesados de recurrir la resolución respectiva, dada su calidad de inimpugnable que le asigna el artículo 184 del Código Procesal Civil
.
2.5.7. Facultades del apoderado

Artículo 185º.- El apoderado tiene las facultades del curador procesal y las que le conceda el auxiliado. Sin perjuicio de ello, el apoderado podrá delegar la representación en otro Abogado, bajo su responsabilidad.

CONCORDANCIAS:

El artículo referido es concordante: con los artículos 61, 179, 182, 183, 184, 186 y 187 del Código Procesal Civil.
“El abogado apoderado del auxiliado tiene las mismas facultades con que cuenta el curador procesal (lo que significa tener por equivalentes ambos cargos), vale decir, ejerce la representación del auxiliado en el proceso, en defensa de los derechos e intereses de este último. 

Asimismo, el abogado apoderado del auxiliado contará con las facultades que expresamente le otorgue el auxiliado (ya sea por escritura pública o por acta ante el Juez del proceso: art. 72 del C.P.C.). 

No obstante lo señalado precedentemente, el abogado apoderado del auxiliado está autorizado para delegar la representación que ejerce en otro abogado (lo que debe hacer mediante escritura pública o acta ante el Juez del proceso: arts., 72
 y 77
 –in fine- del C.P.C.), bajo su responsabilidad”
. 

La referida delegación, dicho sea de paso, y de conformidad con lo dispuesto en el segundo párrafo del artículo 77 del Código Procesal Civil, faculta al delegante (abogado apoderado del auxiliado) para revocarla y reasumir la representación del auxiliado.

2.5.8. Responsabilidad del apoderado

Artículo 186º.- El dolo o negligencia en el ejercicio de su función, constituyen falta grave del apoderado contra la ética profesional. Si ocurre tal hecho, el Juez lo pondrá en conocimiento del Colegio de Abogados, sin perjuicio de sancionarlo con una multa no menor de cinco ni mayor de veinte Unidades de Referencia Procesal, que serán compartidas por igual entre el auxiliado y el Poder Judicial.

CONCORDANCIAS:

El artículo referido es concordante: con la Ley Orgánica del Poder Judicial (artículos 304) y el Código Procesal Civil (179, 182, 183, 184, 185 y 187.).
“El abogado apoderado del auxiliado debe ejercer su labor en forma adecuada y diligente, sujetando su intervención a los deberes procesales de veracidad, probi​dad, lealtad y buena fe, y a lo que resulte más favorable a los intereses de su repre​sentado. 

El abogado apoderado del auxiliado incurre en falta grave contra la ética profesional si durante el desempeño de sus funciones actúa dolosa o negligentemen​te. El órgano jurisdiccional está en la obligación de comunicar tal situación al Colegio de Abogados respectivo (cual es aquel al que pertenece el abogado apoderado del auxiliado que obró con dolo o negligencia), así como de imponer la multa correspondiente (de 5 a 20 U.R.P.) al infractor (abogado apoderado del auxiliado)” 
. Puntualizamos que, si bien , por regla general , la multa es ingreso propio del Poder judicial , en este caso particular, en que es impuesta  al abogado del apoderado judicial por su actuación dolosa o negligente, el importe de dicha multa será otorgado en parte equivalentes al auxiliado y al Poder Judicial( aunque debemos destacar que si el auxiliado participo de manera activa en el obrar doloso o negligente de su abogado apoderado ,deberá ser considerado responsable solidario y, en este caso , como es obvio, no puede ser beneficiario de importe alguno por concepto de multa impuesta a su abogado apoderado

2.5.9. Finalización del Auxilio. 
Artículo 187.- Fin del Auxilio durante el proceso.-

En cualquier estado del proceso, si cesaran o se modificaran las circunstancias que motivaron la concesión de auxilio judicial, el auxiliado deberá informar de tal hecho al Juez, debiendo éste sin otro trámite que el conocimiento del hecho indicado declarar su finalización.

En caso que la dependencia judicial encargada de realizar las verificaciones sobre los pedidos de auxilio judicial informase al Juez del cese de las circunstancias que motivaron el auxilio o la falsedad de las mismas, éste declarará automáticamente finalizado el auxilio concedido y condenará a quien obtuvo el auxilio judicial al pago de una multa equivalente al triple de las tasas dejadas de pagar, sin perjuicio de iniciarse las acciones penales correspondientes.

Adicionalmente el Juez puede declarar de oficio o a pedido de parte no auxiliada, el fin del Auxilio dentro del tercer día de vencido el plazo concedido para la presentación del descargo, siempre que los medios probatorios acompañados al pedido o los documentos obrantes, acreditan la terminación del estado de hecho que motivó su concesión sin perjuicio de la aplicación de la última parte del artículo anterior.

En estos casos la resolución que ampara el pedido es apelable, la que lo deniega es impugnable quien la formuló será condenado al pago de costas y costos del procedimiento y a una multa no mayor de una unidad de referencia procesal.

CONCORDANCIAS:

El artículo referido es concordante: con los artículos 179, 180, 181, 182, 187 y 372 del Código Procesal Civil.
Para que se dé por finalizado el “auxilio judicial” nuestra norma adjetiva ha establecido los siguientes supuestos:

· Cuando se da por terminado el proceso. 

Esto dado que el beneficio de “auxilio judicial” tiene carácter provisorio”.

Esta forma de finalización es la que denominaremos “normal”, y aunque nuestra norma adjetiva no lo ha establecido expresamente, es lógica esta deducción.

Además de esta forma –normal u ordinaria- nuestro Código Procesal Civil –vigente- ha establecido otras formas especiales que a continuación detallamos.

· Cuando cesen o se modifiquen las circunstancias que motivaron la concesión de auxilio judicial. 

Esta situación se puede dar en cualquier estado del proceso. A tal efecto el auxiliado informará de tal hecho al Juez, el cual sin mayor trámite que el conocimiento del hecho indicado declarará su finalización.

Es que el auxiliado, como todo sujeto procesal, debe adecuar su conducta conforme a sus deberes procesales de veracidad, probidad, lealtad y buena fe. En consecuencia está en la obligación de comunicarle al Juez del proceso el cambio de su situación económica (se entiende que dicho cambio es de manera favorable a éste) ni bien suceda el hecho (posibilidad de solventar los gastos judiciales).

Si el cese o la modificación de las circunstancias es advertida por la dependencia judicial encargada de realizar las verificaciones sobre los pedidos de auxilio judicial, ésta informará al Juez, el cual declarará automáticamente finalizado el auxilio concedido y condenará a quien obtuvo el auxilio judicial al pago de una multa equivalente al triple de las tasas dejadas de pagar, sin perjuicio de iniciarse las acciones penales correspondientes.

· Cuando el beneficio ha sido obtenido indebidamente, es decir cuando las circunstancias alegadas resulten falsas (en el sentido de que el auxiliado es una persona de escasos recursos cuando en realidad tiene la solvencia económica suficiente como para cubrir o garan​tizar los gastos del proceso), y la dependencia encargada de hacer las verificaciones las haya detectado e informado al Juez.

En este caso, luego de evaluar el caso concreto, de ser el caso, el magistrado declarará automáticamente finalizado el auxilio concedido y condenará a quien lo obtuvo indebidamente, al pago de una multa que ascenderá al triple de los aranceles y cédulas de notificación dejadas de pagar, sin perjuicio de remitir lo actuado al Ministerio Público a efectos de iniciar las acciones penales que correspondan. 

· Cuando es declarada de oficio por el Juez o a pedido de parte no auxiliada (quien deberá ofrecer las pruebas pertinentes).

Esto último sucede cuando el auxiliado no ha cumplido con presentar su descargo dentro del tercer día de vencido el plazo concedido, y siempre que los medios probatorios acompañados al pedido o los documentos obrantes, acrediten la terminación del estado de hecho que motivó su concesión
 sin perjuicio de la aplicación de la multa correspondiente y del inicio de las acciones penales.

Además, la resolución que ampara el pedido es apelable por el interesado (auxiliado), la que lo deniega es impugnable. En esto último, quien la formuló (parte no auxiliada) será condenado al pago de costas y costos del procedimiento y a una multa no mayor de una unidad de referencia procesal.

Como se habrá podido notar, si bien el auxilio judicial es un beneficio concedido a las personas de escasos recursos económicos; éste puede ser solicitado por cualquier persona –natural-, incluso aquellas que sin necesitarlo lo peticionen, desnaturalizando así el fin para el cual ha sido creada esta institución

Para estas situaciones nuestro ordenamiento jurídico ha previsto mecanismos y sanciones para aquellas personas que valiéndose de medios fraudulentos accedan a este beneficio sin que les corresponda como tales.

Con las disposiciones aquí comentadas, aunque sea de manera formal, se está garantizando, de alguna manera, el real acceso gratuito a la justicia a quienes de verdad lo necesiten.

CAPÍTULO III

Breve referencia al Derecho comparado
El presente capítulo está orientado a describir de manera general cómo los ordenamientos constitucionales y legales de Bolivia, Chile, Colombia, Ecuador y Venezuela, reconocen beneficios sobre exoneración de gastos judiciales a las personas de bajos recursos económicos. 

 “3.1. BOLIVIA 

3.1.1. Alcances generales 

Constitucionalmente, el Poder Judicial boliviano, goza de autonomía económica y administrativa, asignándosele una partida anual del Presupuesto General de la Nación, la misma que es centralizada en el Tesoro Judicial, dependiente del Consejo de la Judicatura. A ello se deben agregar los recursos propios como fuente importante de provisión de recursos para el Poder Judicial. 

Se consideran parte de los recursos propios: Multas procesales, costas judiciales, recursos provenientes de la enajenación de sus bienes previa autorización del Honorable Congreso Nacional, legados y donaciones, valores judiciales, aranceles notariales y de Registro de Derechos Reales.

El sistema de tasas judiciales en el caso boliviano comprende los contenidos de los dos últimos, los valores y aranceles judiciales, como fuentes de ingresos propios para el Poder Judicial. Estos provienen del pago que realizan los usuarios del servicio de justicia, por movilizar el aparato jurisdiccional en torno a una pretensión determinada. 

3.1.2. Marco Legal 

· Constitución Política del Estado, del 12 de agosto de1994, Art. 116, inc. VIII.

· Ley 1817 del Consejo de la Judicatura, del 22 diciembre de 1997, Art. 35; 36 inc. 2, numerales "e" y "f". 

· Ley 1455 de Organización Judicial del 18 de febrero de 1993; Art. 41y 42 (Derogados por la Ley 1817).

· Acuerdo de Sala Plena de la Corte Suprema de fecha 18 de abril de 1986. 

· Acuerdo de Sala Plena de la Corte Suprema de fecha 22 de abril de 1994. 

· Código de Procedimiento Civil. Ley 1760 del 28 de febrero de 1997, Arts. 79 al 85. 

3.1.3. Auxilio judicial y exoneración por el pago de derechos y aranceles judiciales 

En todos los sistemas donde se prevé el cobro de derechos o aranceles para acceder al servicio judicial, se consideran algunas excepciones destinadas a facilitar el acceso a la justicia de los usuarios que no pueden cubrir el pago de estos derechos. 

En el caso boliviano, la exoneración del pago a los usuarios del servicio de justicia se denomina "Beneficio de Gratuidad", regulado por el Código de Procedimiento Civil, Ley 1760 del 28 de febrero de 1997, Arts. 79 al 85. 

Procede cuando la persona no tiene medios económicos suficientes para litigar o hacer valer un derecho en la vía contenciosa. Este beneficio es de carácter personal e intransferible, opera de manera automática para las instituciones de beneficencia pública, no requiriéndose la declaratoria judicial. 

Puede formularse antes de presentar la demanda o en cualquier estado del proceso, ante el juez que conocerá o debiera conocer de la causa principal. Su tramitación debe sujetarse al trámite del proceso sumarísimo. Si el proceso principal estuvo en curso, éste no se interrumpe, debiendo sustanciarse la solicitud de beneficio como incidente en cuaderno separado. 

El litigante al que se concede el beneficio de gratuidad, tiene los derechos siguientes: 

· A usar para sus peticiones papel común, sin timbre.

· A ser eximido de los depósitos judiciales para interponer sus recursos.

· A que se le designe de oficio defensor.

3.2. CHILE 

3.2.1. Alcances generales
En Chile nunca existieron tasas significativas. Si bien hasta comienzos de los años 80 debía litigarse por escrito haciendo las presentaciones en papel sellado, por el cual debía pagarse un impuesto
, las magnitudes de estos tributos eran tan bajos que no representaron nunca un ingreso significativo de recursos para el Fisco o para el Poder Judicial. 

3.2.2. Marco legal 

· Decreto Ley 3.454 de 1980

· Código de Procedimiento Civil, Arts. 88, 118, 122, 129 y 138

· Ley 18.175, Art. 44

3.2.3. Privilegio de pobreza o exoneración de pago de gastos judiciales 

Las personas de escasos recursos gozan del denominado privilegio de pobreza, lo que los exonera de pagar los gastos judiciales (…)
.

El privilegio de pobreza puede solicitarse en cualquier estado del juicio y aun antes de su iniciación, debiendo pedirse al tribunal a quien corresponda conocer en única o primera instancia del asunto en que ha de tener efecto. 

El privilegio de pobreza se tramita en cuaderno separado y se deben expresar al solicitarlo los motivos en que se funda. El tribunal ordenará que se rinda información para acreditarlos, con citación de la parte contra quien litigue o haya de litigar el solicitante. 

Si la parte citada no se opone dentro de tercer día a la concesión del privilegio, se rinde la información y se resuelve con el mérito de ella y de los demás antecedentes acompañados o que el tribunal mande agregar. Si hay oposición, se tramita el incidente conforme a las reglas generales. 

Son materia de la información o de la prueba en su caso, las circunstancias invocadas por el que pide el privilegio, y además la fortuna del solicitante, su profesión o industria, sus rentas, sus deudas, las cargas personales o de familia que le graven, sus aptitudes intelectuales o físicas para ganar la subsistencia, sus gastos necesarios o de lujo, las comodidades de que goce, y cualesquiera otras que el tribunal juzgue conveniente para formar juicio sobre los fundamentos del privilegio que se solicita. 

Podrá dejarse sin efecto el beneficio después de otorgado, siempre que se justifiquen las circunstancias que habrían bastado para denegarlo. 

3.3. ECUADOR 

3.3.1. Alcances generales 

Las tasas judiciales constituyen la contraprestación a cargo del usuario por los servicios que le brinda la Función Judicial y sirven para atender las deficiencias existentes en la organización de la administración de justicia. 

En Ecuador, los principios constitucionales y legales han permitido el establecimiento de un sistema de tasas judiciales para todas las materias, (excepto los casos penales, laborales y de alimentos de menores). También, los denunciantes en las acciones y recursos de amparo, hábeas data y hábeas corpus; así como las personas jurídicas o entidades del sector público nacional, con o sin personería jurídica, donde la administración de justicia es gratuita 

Es competencia del Consejo Nacional de la Judicatura (Art. 11 de la Ley Orgánica), fijar y actualizar las tasas judiciales, las que constituyen ingresos propios de la Función Judicial y su recaudación y administración se hacen en forma descentralizada. 

Los objetivos para la aplicación de las tasas judiciales son: incrementar la productividad de los recursos destinados a la Función Judicial; aplicar tarifas que no impidan o restrinjan el acceso a la justicia; promover una conducta procesal que elimine la litigiosidad superflua; y, establecer un sistema de recaudación y administración de los recursos en forma descentralizada. 

Los fondos recaudados por concepto de tasas judiciales, se comparten entre cada Corte y la Caja Judicial 60% y 40% respectivamente. Los valores de las tarifas judiciales son fijados y actualizados semestralmente por el Consejo Nacional de la Judicatura. 

3.3.2. Marco legal 

· Constitución Política del Estado,

· Reglamento de Fijación de Montos de las Tasas por Servicios Judiciales. Registro Oficial 254 del 13 de agosto de 1999 

3.3.3. Exoneración del pago de tasas 

El Reglamento de Fijación de Montos de las Tasas por Servicios Judiciales exonera expresamente del pago de tasas judiciales a: 

· Quienes se constituyan en sujetos procesales dentro de una causa penal;

· Quienes participen en cualquier calidad o categoría procesal en causas de carácter penal, laboral, de alimentos y de menores; 

· Los denunciantes y agraviados, o potenciales agraviados en las acciones y recursos de Amparo, Hábeas Data y Hábeas Corpus; y, 

· Las personas jurídicas o entidades del sector público nacional, con o sin personería jurídica. 

No se admite exoneración alguna por los servicios judiciales brindados a la persona que litigue temerariamente. En este caso, pagará a quien haya ganado el juicio las tasas que ésta haya satisfecho. 

3.4. VENEZUELA 

El nuevo texto constitucional (1999) establece en su artículo 254, que el Poder Judicial tendrá asignado en el presupuesto anual, una partida que no será inferior al 2% del presupuesto nacional, para garantizar su autonomía financiera con respecto a los demás poderes del Estado. 

Esta norma busca evitar que, como tradicionalmente ha sucedido, el presupuesto del Poder Judicial sea establecido a capricho del Poder Ejecutivo con y ello interferir en su autonomía. 

Además, existe la prohibición de que el Poder Judicial establezca tasas o aranceles judiciales. Así como exigir pago alguno por sus servicios, lo que garantiza a todos los ciudadanos una justicia gratuita. 

La formulación, elaboración y gestión del presupuesto del Poder Judicial, lo realiza la Dirección Ejecutiva de la Magistratura, actuando por delegación del Tribunal Supremo de Justicia”
. 

Conclusiones
1. El origen o fundamento constitucional de la institución en estudio –auxilio judicial- es el principio derecho a la gratuidad de la administración de justicia. Éste a su vez constituye la base para alcanzar la efectiva vigencia del derecho “acceso a la justicia”
 el cual no forma parte del derecho a la Tutela Judicial Efectiva. 

Por otro lado, existe una brecha difícil de cerrar entre la normatividad y la realidad, en tanto los derechos reconocidos por la legislación deben amparar a todas las personas por igual; sin embargo su alcance se ve limitado por situaciones de pobreza que generan desigualdad.

Asimismo, se observa que la falta de acceso a la administración de justicia se constituye en un importante factor generador de pobreza por cuanto impide al individuo proteger debidamente su patrimonio, reduciendo sus posibilidades de salir de esa situación o agravando su condición. Finalmente, la pobreza genera situaciones de carencia que son fuente de conflictos sociales, lo cual aumenta la demanda de los órganos de administración de justicia y constituye un factor que contribuye a la ineficiencia del aparato jurisdiccional.

2. El artículo 179 del CPC sobre sujetos del “auxilio judicial” hace referencia a la frase “pongan en peligro su subsistencia y la de quienes de ellas dependan”. Ésta debe entenderse no en el sentido de que para ser beneficiarios es requisito vivir en una situación paupérrima. Basta que antes del proceso judicial se lleve una vida digna –con lo mínimamente necesario para subsistir- y que por causa del proceso seguido el equilibrio económico en que se encuentre la persona, se pierda.
Con respecto a los artículos 180 y 181 del CPC. Estamos a lo que el Tribunal Constitucional ha establecido. Es decir debe entenderse que la frase “dependencia judicial correspondiente” se refiere no a una entidad especializada del Poder Judicial –diferente de los órganos que conocerán o conocen un determinado proceso judicial- sino que hace mención a los órganos competentes para conocer los procesos para los cuales se está requiriendo el beneficio de auxilio judicial. 

3. Nuestros códigos latinoamericanos siguen, en general, los antiguos sistemas que establecen el beneficio de auxiliatoria de pobreza (o de litigar sin gastos) para quienes carecen de recursos. Los procedimientos que se siguen para obtener el beneficio –no pago de gastos judiciales- son similares al regulado en nuestro país.

Así tenemos que en Bolivia la exoneración del pago a los usuarios del servicio de justicia se denomina "Beneficio de Gratuidad", el cual está destinado a personas que no tienen medios económicos suficientes para litigar. El beneficio es personal e intransferible
En Chile, beneficio, para aquellas personas con escasos recursos, es denominado privilegio de pobreza, lo que los exonera de pagar los gastos judiciales.
Asimismo, Ecuador ha establecido un catálogo de beneficiarios con la exoneración de gastos judiciales entre los cuales están quienes participan en cualquier calidad o categoría procesal en causas de carácter penal, laboral, de alimentos y de menores; 

Por otro lado, en Venezuela existe la prohibición de establecer tasas o aranceles judiciales. Así como exigir pago alguno por los servicios de justicia, lo que garantiza a todos los ciudadanos una justicia gratuita. 

Recomendaciones
1. El derecho fundamental a la “Tutela Jurisdiccional efectiva” consagrada en diferentes instrumentos legales de carácter internacional y nacional, despliega sus efectos en tres momentos distintos y sucesivos: 

Primero: En el acceso a la justicia (jurisdicción); Segundo: Una vez en ella, que sea posible la defensa y la obtención de una solución (resolución) en un plazo razonable; y Tercero: Una vez dictada la sentencia la plena efectividad de ésta.

La Constitución de 1993, textualmente señala, “Artículo 139: Son principios y derechos de la función jurisdiccional: (...) inc. 16.- El principio de la gratuidad de la administración de justicia y de la defensa gratuita para las personas de escasos recursos y, para todos, en los casos que la ley señala.” 

Es decir, el Estado democrático, social y de derecho, dando cumplimiento al derecho fundamental de la Tutela Jurídica, cautela la gratuidad de la administración de justicia para los ciudadanos de escasos recursos económicos.

En ese sentido nuestros legisladores deben realizar la tarea de revisar el sistema de tasas judiciales. 

La razón: las actuales tasas judiciales impuestas transgreden la Constitución en su artículo 139.16. Fue durante el gobierno del Ingeniero Alberto Fujimori que se establecieron las referidas tasas judiciales, impidiendo el acceso a la justicia de la mayoría de peruanos que no pueden pagarlas, tasas que han sido incrementadas últimamente por el Consejo Ejecutivo del Poder Judicial.

2. Somos conscientes que el Poder Judicial necesita recursos económicos para poder atender de manera eficiente el incremento de demanda de tutela jurídica, por tanto creemos necesario que se realice una reforma Constitucional del artículo 74
, dando al Poder Judicial potestad tributaria para regular las tasas judiciales. Es decir, que se norme constitucionalmente la potestad del Poder Judicial para crear sus tasa (tributos) judicial.

3. Consideramos un error que la Unidad de Referencia Procesal este en base a la Unidad Impositiva Tributaria, que en la actualidad es demasiado elevada (considerando el porcentaje de pobreza y pobreza extrema existente en nuestro país) convirtiéndose en una barrera al acceso de la justicia y al derecho constitucional de la pluralidad de instancias. Por tanto proponemos que la Unidad de Referencia Procesal se dé en base al salario mínimo vital.

4. En materia de alimentos, per se, deben estar exonerados del pago de aranceles judiciales, porque con los alimentos se cubre necesidades impostergables de personas en estado de desamparo; por tanto, no compartimos la reducción del pago de aranceles ni que se pida auxilio judicial al órgano jurisdiccional.

5. Por otro lado, el ordenamiento procesal civil, en sus artículos 179º al 187º regula la figura procesal de auxilio judicial, considerándose a esta como el medio por el cual una persona natural que para cubrir o garantizar los gastos del proceso pone en peligro su subsistencia y la de quienes ellas dependen por lo que se le exonera de todos los gastos del proceso. 

Sin embargo el mecanismo para su otorgamiento resulta bastante engorroso, no existiendo criterios objetivos que permitan establecer a quienes corresponde otorgársele el auxilio judicial. 

En tal sentido, estando previsto en la legislación el otorgamiento por parte de las Municipalidades de la denominada Constancia de pobreza, estimamos que dicho documento debe ser el medio probatorio, conjuntamente con una declaración jurada, que acredite que quien solicita el auxilio judicial se encuentra en la situación descrita por el artículo 179º del Código Procesal Civil lo que además contribuiría en la descarga procesal.

6. Si bien, por regla general (prevista en el art. 420 -in fine- del C.P.C.), la multa es ingreso propio del Poder Judicial, en este caso particular, en que es impuesta al abogado apoderado del auxiliado por su actuación dolosa o negligente, el importe de dicha multa será otorgado en partes equivalentes al auxiliado y al Poder Judicial. A este respecto debemos destacar que si el auxiliado participó de manera activa en el obrar doloso o negligente de su abogado apoderado, deberá ser considerado responsable solidario y, en este caso, como es obvio, no puede ser beneficiario de importe alguno por concepto de la multa impuesta a su abogado apoderado.
7. El artículo 187 del Código Procesal Civil, párrafo que en su parte final pretende establecer que la declaración del fin del auxilio judicial, efectuado de oficio o a pedido de parte no auxiliada, se hará “sin perjuicio de la aplicación de la última parte del artículo anterior”. No entendemos tal disposición, pues el numeral aplicable según dicha norma vendría a ser el artículo 186 del Código adjetivo, que versa sobre la responsabilidad del abogado apoderado del auxiliado en caso de actuar con dolo o negligencia, y que, por ende, no tiene nada que ver con el caso de que se trata. 
Es por ello que, en nuestra opinión, la referencia que se hace en la parte final del tercer párrafo del artículo 187 del Código Procesal Civil acerca “de la última parte del artículo anterior” no es sino un error en la redacción del citado nume​ral, que debió señalar lo siguiente: “sin perjuicio de la aplicación de la última parte del párrafo anterior”. En ese sentido, tendríamos que la declaración del fin del auxilio judicial, efectuada de oficio o a pedido de parte no auxiliada, se hace sin perjuicio de la multa a imponer al auxiliado (equivalente al triple de las tasas dejadas de pagar por este último) y del inicio de las acciones penales correspondientes. Ello es así porque resulta coherente que la multa aludida y la promoción de las acciones penales que correspondan procedan no sólo en caso de que la dependencia judicial respectiva (que realiza el control posterior, periódico y aleatorio de todas las solicitudes de auxi​lio judicial) ponga en conocimiento del Juez lo concerniente al cese de las circunstan​cias que motivaron el auxilio judicial (cuestión ocultada por el auxiliado, que infringe así su deber de informar tal hecho) o la falsedad de lo declarado por el auxiliado en su solicitud de auxilio judicial, sino también en el caso de que el órgano jurisdiccional adquiera dicho conocimiento de modo propio (en base a los actuados) o en base al pedido (debidamente acreditado) de fin del auxilio judicial efectuado por la parte no auxiliada.
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Anexos
SENTENCIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL RECAÍDA EN EL EXPEDIENTE N.° 4549-2004-PC/TC

EXP. N.° 4549-2004-PC/TC

LIMA

CARLOS ALBERTO 

VARGAS LAMELA

SENTENCIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

 En Chincha, a los 17 días del mes de febrero del 2005, la Sala Primera del Tribunal Constitucional, integrada por los magistrados Alva Orlandini, García Toma y Landa Arroyo, pronuncia la siguiente sentencia

 ASUNTO

 Recurso extraordinario interpuesto por don Carlos Alberto Vargas Lamela contra la resolución emitida por la Primera Sala Civil de la Corte Superior de Justicia de Lima, de fojas 41, su fecha 22 de Julio del 2004, que declara improcedente la demanda de cumplimiento de autos.

 ANTECEDENTES 

Con fecha 30 de diciembre de 2003, don Carlos Alberto Vargas Lamela interpone proceso de cumplimiento contra el Consejo Ejecutivo del Poder Judicial, solicitando se cumpla estrictamente con lo establecido en la Ley N.° 26846 y, por consiguiente, se proceda a incorporar dentro de la estructura orgánica del Poder Judicial una oficina o dependencia a fin de tramitar las solicitudes de auxilio judicial para las personas de escasos recursos económicos y aprobar los formatos destinados a canalizar dichas solicitudes. 

Sostiene que a pesar de lo que la ley dispone, ha constatado que en el Poder Judicial no existe una oficina o dependencia a donde puedan recurrir las personas de escasos recursos económicos a fin de solicitar el auxilio judicial, ni tampoco existen los denominados formatos o solicitudes que deben ser llenadas por las personas naturales que requieran el citado beneficio. Tal situación, por otra parte, ha sido ratificada por los propios funcionarios del Poder Judicial, quienes ante solicitudes formuladas por otros ciudadanos a fin de que se les precise los alcances de la dependencia ante la que se tramita dicho beneficio y verificar la existencia de los formatos relativos a su trámite, se han limitado a contestar que el auxilio judicial es una “institución procesal”, queriendo indicar que a eso se refiere lo de dependencia, y que en todo caso, “en la práctica jurisdiccional, el Auxilio Judicial es requerido antes de iniciarse el proceso o durante el mismo, mediante escrito debidamente fundamentado ante el Juez”, lo que evidentemente no responde a lo establecido por la ley. Ante tal estado de cosas, el recurrente, con fecha 3 de diciembre de 2003 (y al igual como lo hicieron otros ciudadanos), presentó una solicitud ante la  Presidencia del Consejo Ejecutivo del Poder Judicial requiriendo la implementación de lo dispuesto por la ley, producto de lo cual, con fecha 22 de diciembre del 2003, se le hizo entrega del Oficio N.° 4624-2003-CE-PJ al cual se le adjuntó una Resolución emitida por la Presidencia del Consejo Ejecutivo del Poder Judicial, en la que simplemente se deja constancia que se viene tramitando la aprobación de los formatos a los que se refiere la Ley N.° 26846, lo que en todo caso implica sólo  una intención parcial de cumplir con la ley.    

El Sexagésimo Sexto Juzgado Especializado en lo Civil de Lima, con fecha 7 de enero de 2004, declara improcedente de plano la demanda interpuesta, fundamentalmente por considerar que es presupuesto de la acción de cumplimiento que la conducta omisiva atribuida al funcionario o autoridad contra quien se dirige la demanda, importe una violación o amenaza de los derechos del actor, es decir, un agravio que lo ponga en la necesidad de acudir al órgano jurisdiccional, y que determine su legitimidad para obrar. No apareciendo de la demanda y sus recaudos que el actor tenga o haya tenido la condición de usuario del servicio judicial cuyo derecho al auxilio judicial no haya sido atendido por la inexistencia de una dependencia o la falta de implementación de los formatos del citado beneficio, carece el actor de legitimidad para obrar, encontrándose comprendido en las causales de improcedencia previstas en los incisos 1) y 2) del artículo 427° del Código Procesal Civil. 

La recurrida confirma la apelada por considerar que, para que proceda la acción de cumplimiento, se requiere la existencia del mandamus, debiendo la norma legal o el acto administrativo cuyo cumplimiento se reclama ser claro, indubitable, irrefutable y libre de ambigüedades, a lo que se suma el hecho de que la parte actora debe estar comprendida dentro de sus alcances.

 FUNDAMENTOS

 Petitorio 

1.      El objeto de la demanda es que se cumpla con lo establecido en la Ley N.° 26846 y, por consiguiente, se proceda a incorporar dentro de la estructura orgánica del Poder Judicial una oficina o dependencia que dé trámite a las solicitudes de auxilio judicial para las personas de escasos recursos económicos así como aprobar los formatos destinados a canalizar dichas solicitudes.

 Rechazo liminar injustificado y necesidad de pronunciamiento inmediato 

2.      De manera preliminar a la dilucidación de la presente controversia, este Colegiado estima pertinente precisar que aunque en el presente caso se ha producido un rechazo liminar fuera de los supuestos expresamente previstos por el artículo 14° de la Ley N.° 25398, concordante con los artículos 6°, 27° y 37° de la Ley N.° 23506, vigentes al momento de interponerse la demanda, es innecesario disponer la nulidad de los actuados, dada la necesidad de pronunciamiento inmediato justificada en la particular naturaleza de los hechos discutidos en el presente proceso, los que por otra parte y dado que revisten importancia e incidencia en el ordenamiento, precisan ser abordados de manera prioritaria por este Tribunal en su condición de Supremo Intérprete de la Constitución.

 La legitimidad para obrar en el proceso de cumplimiento 

3.      Cabe, en todo caso, puntualizar que aunque el sólo hecho de que exista rechazo liminar injustificado exime a este Colegiado de pronunciarse sobre las razones alternas que hayan podido ser utilizadas como argumento para desestimar de plano la demanda, tampoco es cierto, como se ha sostenido en la sede judicial, que el demandante haya carecido de legitimidad para obrar en el presente proceso. En efecto, aunque el proceso de cumplimiento importa una cierta dosis de legitimidad en su interposición, no puede decirse que el mismo régimen opera para todos los casos o supuestos en los que procede dicho proceso. No es lo mismo invocar el cumplimiento de un acto administrativo que invocar el cumplimiento de una ley. Mientras que en el primer caso, el mandamus suele encontrarse asociado a una persona o grupo de personas que son las que gozan de legitimidad para reclamar frente al supuesto de su inobservancia, en el segundo caso, queda claro que el mandamus tiene efectos generales, por derivar de una ley. De allí que bajo tal contexto, sea cualquier persona o individuo el que pueda gozar de legitimidad para interponer la correspondiente demanda. Este mismo criterio ha sido recogido recientemente en el Código Procesal Constitucional (artículo 67°)  y es, sin duda, resultado de una sana como adecuada interpretación de cada supuesto.

 Las normas objeto de exigibilidad 

4.      Lo que se reclama en el presente caso es, concretamente, el cumplimiento de la Ley N.° 26846, en la parte que modifica determinados artículos del Código Procesal Civil, referidos a la solicitud y trámite del llamado auxilio judicial. De conformidad con el petitorio formulado, los dispositivos cuyo cumplimiento se exige, serían en particular los que han sido modificados por el artículo 5° de la citada norma y que comprenden: a) El artículo 180° del Código Procesal Civil que dispone a la letra “Requisitos del Auxilio: El auxilio puede solicitarse antes o durante el proceso mediante la presentación en la dependencia judicial correspondiente, de una solicitud en formatos aprobados por el Órgano de Gobierno y Gestión del Poder Judicial. La solicitud de auxilio judicial tiene carácter de declaración jurada y su aprobación de cumplirse con los requisitos del Artículo 179 de este Código es automática” y ; b) El artículo 181° del Código Procesal Civil cuyo texto señala: “Procedimiento: Quien obtenga auxilio judicial pondrá en conocimiento de tal hecho al juez que deba conocer del proceso o lo conozca, mediante la presentación de un escrito en el que incluirá la constancia de aprobación de la solicitud a la que se hace referencia en el artículo anterior y la propuesta de nombramiento de abogado apoderado (...)”.

 La intención aparente de los dispositivos legales exigidos 

5.      De los dispositivos anteriormente citados, queda claro que la voluntad expresa de las normas legales invocadas (y que deben ser concordadas con el resto de dispositivos del Código Procesal Civil, también modificados por la Ley N.° 26864) es una sola, en apariencia, excluyente: el llamado auxilio judicial, como atributo que se enmarca dentro del derecho constitucional de gratuidad en la administración justicia (para quienes carecen de recursos económicos suficientes), supone una medida cuya petición debe ser canalizada ante lo que la ley denomina “dependencia judicial correspondiente”, para lo cual el interesado ha de utilizar los “formatos aprobados por el Órgano de Gobierno y Gestión del Poder Judicial”. El demandante, por principio y desde una perspectiva estrictamente literal, aparentemente tendría toda la razón en reclamar por el cumplimiento de las normas señaladas, que como se ha dicho permiten considerar la existencia de una entidad especializada en la estructura interna del Poder Judicial ante la cual deberían presentarse los formatos de auxilio proporcionados por su Órgano de Gobierno y Gestión. Dicha conclusión, por lo demás, se ve inobjetablemente reforzada si se tiene que “Quien obtenga auxilio judicial pondrá en conocimiento de tal hecho al juez que deba conocer del proceso o lo conozca, mediante la presentación de un escrito en el que incluirá la constancia de la aprobación de la solicitud (...)”, lo que supone que el órgano judicial que conoce de un proceso, no es el mismo que la entidad (también judicial) que otorga el auxilio.

 Sustracción de materia parcial 

6.      Este Colegiado advierte que respecto de la parte del petitorio que se refiere a la existencia de los formatos mediante los cuales se canalizan las solicitudes de auxilio, carece de objeto pronunciarse en las actuales circunstancias, debido a que con fecha 6 de octubre de 2004, esto es, con posterioridad a la interposición de la presente demanda, ha sido emitida por parte del Consejo Ejecutivo del Poder Judicial la Resolución Administrativa N.° 182-2004-CE-PJ (publicada  con fecha 12 de noviembre de 2004), mediante la cual se aprueba la Directiva N.° 006-2004-CE-PJ sobre Procedimientos para la Concesión del Beneficio de Auxilio Judicial y se establece  y aprueba el Formato de Solicitud para el ejercicio de dicho trámite. Bajo tales circunstancias es evidente que, habiéndose implementado un prototipo de formato a fin de que el mismo sea utilizado por los justiciables que soliciten la medida de auxilio, se ha producido la sustracción de materia en uno de los extremos de la demanda. Se trata, pues, de una sustracción de materia parcial.

 La no existencia de sustracción de materia en función de lo dispuesto por la Directiva N.° 006-2004-CE-PJ  

7.      La situación, por el contrario, no es la misma respecto de la primera parte del petitorio en que, como ya se ha señalado, el demandante tendría una razón aparente en lo que afirma. Sin embargo, conviene puntualizar que frente a la lectura de las normas pertinentes, la anteriormente citada Directiva N.° 006-2004-CE-PJ ha establecido en su Título VI, Apartado 4, que debe entenderse “(...) por Dependencia Judicial a los órganos jurisdiccionales competentes por razón del territorio, materia, grado o cuantía, para conocer los procesos para los cuales se está requiriendo el beneficio de Auxilio Judicial”. Bajo tal contexto conviene preguntarse si dicha interpretación, distinta de la promovida a partir de una lectura textual de las ya referidas disposiciones, podría presentarse como una alternativa mucho más legítima en términos constitucionales, que aquella otra a la que inexorablemente conduce la consabida interpretación literal. Para responder a dicha interrogante conviene detenerse, prima facie, en un análisis respecto de las implicancias a las que conducirían ambas opciones interpretativas.

 La lectura textual como una alternativa discutible en términos constitucionales 

8.      La ley invocada, ciertamente, impone un mandato que teóricamente debería cumplirse, pero que si es asumido en un sentido eminentemente textual, como el que se desprende de sus propias palabras, podría conducir a una serie de problemas de implementación o eficacia práctica. En efecto, este Colegiado aprecia que aunque la idea de concebir el auxilio judicial como una medida de beneficio, se adscribe perfectamente dentro del derecho constitucional a la gratuidad en la administración de Justicia para aquellas personas que carecen de recursos económicos, cuestión prevista en el artículo 139°, inciso 16) de la Constitución, el tratamiento procesal que se le ha dispensado en los dispositivos del Código Procesal Civil cuya exigibilidad se pretende invocar resultaría inconstitucional si se le asume en los términos en los que lo gráfica el demandante de la presente causa. Las razones por las que este Colegiado arriba a tal conclusión son de diverso orden, y pueden ser explicitadas en base a las siguientes consideraciones: a) la existencia de una dependencia judicial especializada tal y como se concibe en las disposiciones del Código Procesal Civil, significa para el Estado la necesidad de estructurar un sistema institucional que de alguna forma opere de modo paralelo a los órganos jurisdiccionales que conocen de los procesos en particular. Aunque este Colegiado no pretende afirmar que son circunstancias de orden económico o presupuestal las que impiden tal cometido (no es el argumento de la programaticidad de ciertas normas el que aquí se sigue), se  inclina en cambio por enfatizar que tal proyectado sistema no se compadece con la realidad judicial del país ni con las necesidades de tutela de sus litigantes. En efecto, si la lógica pasa por la existencia de una oficina o dependencia única (tal cual estrictamente la concibe la ley) habría que preguntarse dónde es que va a ubicarse la misma y si tal ubicación no beneficiaría únicamente a los litigantes afincados en la sede judicial donde tal dependencia quedara instalada. Dentro de esta primera posibilidad, queda claro que si en un país judicialmente descentralizado como el nuestro se estructurara una dependencia con características centralizadas como las aquí descritas, el proyectado beneficio de auxilio sería para los litigantes de zonas lejanas o inaccesibles poco menos que una traba burocrática que privilegiaría el centralismo administrativo por sobre la necesidad de protección inmediata, que es justamente aquella que experimentan quienes requieren del auxilio. Aunque dentro de dicho contexto, el artículo 182° del Código Procesal Civil (que es una de las disposiciones modificadas por la Ley N.° 26846) se inclinaría por una fórmula relativamente desconcentrada, esta última tampoco resuelve por si misma el problema descrito, pues tan sólo se limita a dejar constancia de la remisión que haría la consabida dependencia especializada a la Corte Superior del respectivo Distrito Judicial, de  una copia de la respectiva solicitud de auxilio, sin atenuar en lo absoluto el efecto de centralismo que supone su inicial tramitación (desplazamiento hacia la zona en la que se encuentra la oficina especializada). Dentro de una segunda posibilidad y aun asumiendo que el Código Procesal no hubiese querido concebir una entidad rigurosamente centralizada (alternativa que no parece ser la perseguida por la ley), sino una de tipo descentralizado, paralela a cada órgano que resuelve los procesos, parece poco probable que el Poder Judicial cuente en las actuales  circunstancias con la suficiente infraestructura como para solventar y aun proyectar, siquiera preliminarmente, dicho modelo. El problema es, pues, que se trata de un sistema por ahora impracticable, desde una perspectiva descentralizada, y nocivo para el justiciable si es que, como parece probable según lo que la ley dispone, se asume con características strictu sensu centralistas; b) este Colegiado entiende que si un modelo institucional no facilita las condiciones para el ejercicio oportuno y adecuado de un derecho tan importante como el auxilio sino que, por el contrario, obstaculiza  su eficacia o simplemente privilegia a determinados sectores, por el sólo hecho de encontrarse geográficamente ubicados alrededor o en las inmediaciones de una burocracia administrativa centralistamente implementada, su configuración (la de tal modelo) no puede resultar legítima en términos constitucionales, ni por tanto hacerse exigible jurídicamente. Lo dicho es tanto más trascendente cuando el derecho por el que aquí se reclama está diseñado precisamente para apoyar a quienes más carecen de recursos y necesitan de condiciones de flexibilización en los instrumentos de acceso a la justicia que, dentro del sistema implementado, no se ven claramente reflejados; c) Aunque el problema ulterior reside en determinar cómo ha de procederse tras la presencia de mandatos derivados de una norma exigible legalmente, pero en cambio, cuestionable constitucionalmente, la alternativa no puede ser menos que concluyente  Si bien los mandatos cuyo cumplimiento se exige derivan de la voluntad de la ley y en principio deberían ser eficaces desde la perspectiva estrictamente legal, no es menos cierto que los mismos, como ocurre con cualquier otra norma integrante del ordenamiento, sólo pueden hacerse viables en tanto admitan una lectura conforme con la Constitución. Ello, en otras palabras, quiere significar que cuando el proceso de interpretación de la Constitución impone el examen de la norma fundamental en relación con los contenidos de las restantes normas que integran el ordenamiento jurídico, es la ley la que se interpreta de conformidad con la Constitución, y no la Constitución la que se interpreta de conformidad con la ley. De allí que si de la lectura de una norma infra constitucional apareciera que esta última instituye criterios distintos a los de la Constitución del Estado o impide que estos puedan desarrollarse adecuadamente, es deber de la magistratura constitucional privilegiar la eficacia de la Constitución por encima de la eficacia de la ley, lo que visto desde la perspectiva del proceso de cumplimiento, impone considerar que lo que en tal proceso aparece como cometido inmediato (protección y eficacia de la ley), debe ceder paso al cometido mediato (protección y eficacia de la Constitución). Por lo demás, ello no significa de modo alguno que se pretenda desarticular el rol del proceso de cumplimiento, sino el de orientarlo siempre o bajo toda circunstancia en provecho de la finalidad que en un sentido amplio persigue todo proceso constitucional, y que no es otra que la defensa de la Constitución.

 Una lectura distinta de los dispositivos exigidos 

9.      A fin de no generar un resultado en el que aparezca como discutible la aplicación una norma legal como la exigida en el presente caso, sin otro referente que no sea el de sus propias palabras y la presunción de que sólo tienen un modo de interpretarse, este Colegiado entiende que la manera más adecuada de evitar la paradoja de imponer el cumplimiento de una norma legal aparentemente opuesta a los mandatos constitucionales, pasa por el hecho de ensayar una lectura de dicha norma que resulte compatible con la Constitución. Dicha alternativa, además de suponer una opción perfectamente legítima dentro del cuadro de opciones habilitadas por la jurisdicción constitucional, resulta procedente si de lo que se trata es de operativizar el derecho a la gratuidad en la administración de justicia, y no de neutralizarlo o simplemente tornarlo impracticable. A los efectos de tal cometido, este Tribunal asume que la interpretación y desarrollo que respecto de las normas legales exigidas se ha practicado en la Directiva N.° 006-2004-CE-PJ es el más adecuado en las actuales circunstancias, pues permite que la Constitución cumpla sus objetivos y que la propia institución del auxilio judicial a la que se refiere el Código Procesal Civil, se canalice en la forma más operativa posible. Aun cuando existen diversos aspectos que pueden verse mejorados, queda claro que la alternativa a la que conduce la interpretación ofrecida por la citada Directiva es mucho más óptima que aquella otra a la que conduce una interpretación literal como la anteriormente graficada.  

10.  Dentro del contexto descrito, este Colegiado reitera que la exigibilidad de las normas invocadas no queda neutralizada en modo alguno, sino que es permanente, aunque dentro de criterios de flexibilización jurídica que necesariamente han de tomar en cuenta, a saber: a) su tramitación debe hacerse directamente ante los órganos jurisdiccionales que por razones de territorio, grado o cuantía, resulten competentes para conocer los procesos en los cuales se requiere de dicha medida; b) su solicitud puede darse antes o durante la tramitación de cada proceso; en el primer caso, el interesado deberá hacerlo ante la Mesa de Partes de la Corte Superior del Distrito Judicial en el que va a iniciar el proceso; en el segundo caso, directamente ante el órgano jurisdiccional que conoce del mismo; c) en cada caso deberán utilizarse los formatos proporcionados por el Órgano de Gobierno y Gestión del Poder Judicial; si no existe, la solicitud será presentada de forma escrita, quedando el órgano judicial correspondiente obligado a darle el trámite correspondiente; d) la procedencia de la medida de auxilio Judicial está sujeta a las condiciones que establece el Código Procesal Civil.

 Por estos fundamentos, el Tribunal Constitucional, con la autoridad que le confiere la Constitución Política del Perú 

HA RESUELTO 

1.      Declarar FUNDADA la demanda de cumplimiento interpuesta. 

2.      Ordenar el cumplimiento de las disposiciones del Código Procesal Civil relativas a la medida de auxilio judicial de conformidad con lo dispuesto en la  Directiva N.° 006-2004-CE-PJ  sobre Procedimientos para la concesión del Beneficio de Auxilio Judicial. 

Publíquese y notifíquese. 

SS.

 

ALVA ORLANDINI

GARCÍA TOMA

LANDA ARROYO 
SENTENCIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL RECAÍDA EN EL EXPEDIENTE N.° 1223-2003-AA/TC

Mediante esta sentencia el TC exonera del pago de multa a un beneficiario de “auxilio judicial” por tener éste un status especialísimo (severa afectación económica).
EXP. N.° 1223-2003-AA/TC

LIMA 

CARLOS GUFFANTI MEDINA 

SENTENCIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

 En Lima, a los 24 días del mes de junio de 2003, la Sala Segunda del Tribunal Constitucional, con asistencia de los señores magistrados Rey Terry, Revoredo Marsano y García Toma, pronuncia la siguiente sentencia 

ASUNTO 

Recurso extraordinario interpuesto por don Carlos Guffanti Medina contra la resolución de la Sala de Derecho Constitucional y Social de la Corte Suprema de Justicia de la República, de fecha 1 de octubre de 2002, que declara de plano improcedente la acción de amparo de autos. 

ANTECEDENTES 

Con fecha 8 de noviembre de 2001, el recurrente interpone acción de amparo contra la Resolución de la Sala Civil Transitoria de la Corte Suprema de Justicia de la República, de fecha 21 de junio de 2001, mediante la cual se declara infundado su recurso de queja por denegatoria de recurso de casación, y se le condena al pago de las costas y costos del recurso así como de una multa de tres unidades de referencia procesal, sin tomar en cuenta que venía gozando del respectivo auxilio judicial. A su  juicio, dicha resolución vulnera sus derechos al debido proceso y a la tutela judicial efectiva, motivo por el que solicita la inaplicabilidad de la misma. Sostiene que en ejercicio de sus derechos, interpuso recurso de casación contra la Resolución de la Sala de Familia N.° 123-A, del 15 de marzo de 2001, el cual fue declarado improcedente mediante Resolución de fecha 2 de abril de 2001, emitida por la misma dependencia judicial. Frente a tal situación es que optó por presentar recurso de queja, el cual a su vez fue desestimado mediante la cuestionada Resolución del 21 de junio de 2001. Alega que esta última resolución omitió por completo que venía gozando del beneficio de auxilio judicial, por haberlo así dispuesto la misma Sala de Familia, mediante Resolución del 26 de enero de 2001, y que, a raíz de ello, y posteriormente, presentó recurso de nulidad contra la resolución cuya inaplicabilidad solicita, habiendo emitido la Sala Civil de la Corte Suprema de Justicia de la República la Resolución de fecha 3 de agosto de 2001, que deniega la anulación de la multa y lo conmina al cumplimiento de pago. Refiere que al margen de si su reclamo fue o no justo, queda claro que la multa que se le ha impuesto, lo ha sido de modo arbitrario.  

La Sala de Derecho Público de la Corte Superior de Justicia de Lima, con fecha 26 de noviembre de 2001, declara de plano improcedente la demanda, fundamentalmente por considerar que las anomalías que pudieran cometerse dentro de un proceso regular, como el cuestionado, deben ventilarse y resolverse mediante el ejercicio de los recursos que las normas procesales específicas establecen. Por otra parte, aduce que el amparo tampoco constituye un medio para cuestionar resoluciones judiciales, pues no es una supra instancia jurisdiccional. 

La recurrida confirma la apelada, esencialmente por los mismos fundamentos.  

FUNDAMENTOS 

1. 1.      Conforme aparece del petitorio de la demanda, su objeto es que se inaplique al recurrente la Resolución expedida por la Sala Civil Transitoria de la Corte Suprema de Justicia de la República, de fecha 21 de junio del 2001, mediante la cual se declara infundado su recurso de queja por denegatoria de recurso de casación, y se le condena al pago de las costas y costos del recurso, así como a la multa de tres unidades de referencia procesal, sin tomar en cuenta que venía gozando del respectivo auxilio judicial. 

2. 2.      Es menester precisar que tanto la recurrida como la apelada han rechazado liminarmente la demanda interpuesta, con el argumento de que las anomalías que pudieran presentarse en el proceso deben ser corregidas a través de los recursos que las normas procesales específicas establecen, y que no se trata, por lo demás, de un proceso que pueda calificarse como irregular. Desde tal perspectiva y si bien este Colegiado podría declarar la existencia de un evidente quebrantamiento de forma, por no haberse merituado adecuadamente el caso especial del demandante ajustándolo a la facultad de rechazo liminar prescrita en el artículo 14° de la Ley N.° 25398, considera oportuno pronunciarse directamente y sin dilación alguna respecto del fondo de la controversia, pues se trata del cuestionamiento a una sanción de naturaleza fundamentalmente pecuniaria, que recae sobre los ingresos que le sirven de subsistencia al recurrente. Por lo demás, ha de tomarse en cuenta que la parte emplazada ha sido representada en la segunda instancia por la Procuradora Pública a cargo de los asuntos judiciales del Poder Judicial, lo que significa que no se ha encontrado en estado de indefensión.   

3. 3.      Merituados los argumentos de las partes así como las instrumentales obrantes en el expediente, este Colegiado considera legítima la pretensión demandada, habida cuenta de que: a) el recurrente goza del beneficio de auxilio judicial, tal como se aprecia de la Resolución de fecha 26 de enero de 2001, emitida por la Sala Especializada de Familia de la Corte Superior de Justicia de Lima, obrante a fojas 9 de los autos. Dicha resolución se sustenta en la acreditación de una severa afectación en los ingresos que como pensionista éste percibe, pues además sobrelleva una carga de dos descuentos judiciales anteriores, a los que se viene a sumar un tercer descuento, que totalizaría alrededor del 60% de sus ingresos, conforme aparece de fojas 10; b) en el contexto descrito, la aplicación de una multa judicial por el hecho de ejercerse un recurso judicial, sin tomar en cuenta el status especialísimo del recurrente, no es una opción razonable, si se toma en cuenta que éste no ha obrado de manera que pueda considerarse maliciosa, conforme lo prescribe el artículo 304° del Código Procesal Civil. Por el contrario, la Resolución del 21 de junio de 2001, que aplica la multa impugnada (fojas 6), omite toda precisión respecto de las razones que sustentarían su procedencia a la luz del citado cuerpo normativo, lo que además de comportar un criterio notoriamente arbitrario, resulta contrario al principio de motivación resolutoria de toda decisión judicial. Este mismo defecto, incluso, se vuelve a reiterar en la Resolución emitida con fecha 3 de agosto de 2001 por la Sala Civil Transitoria de la Corte Suprema de Justicia de  la República, que pese a declarar nulo el extremo de la Resolución del 21 de junio, referido al pago de costas y costos, ratifica en lo esencial el carácter compulsivo de la multa impuesta, sin mayor elemento de discernimiento o justificación; c) asimismo, la cuestionada multa judicial es absolutamente desproporcionada, pues las tres unidades de referencia procesal impuestas representan un monto superior al ingreso que, con descuentos, el recurrente percibe, lo que no sólo atenta contra el carácter alimentario y asistencial de las pensiones, sino que asume una connotación indebidamente confiscatoria y ajena a la ponderación elemental a la que obliga la evidente condición de necesidad del actor, acreditada por lo demás con el solo hecho de ser beneficiario del correspondiente auxilio judicial; d) aunque este Tribunal no se está pronunciando respecto de la procedencia del recurso de casación interpuesto, ya que tal merituación sólo ha de corresponder a las autoridades jurisdiccionales competentes, considera que una decisión sancionatoria, como la aplicada inobjetablemente, desnaturaliza la idea de un debido proceso, entendido ya no sólo en términos formales, sino también sustantivos, por lo que, dentro de las particularidades que impone el presente caso, debe estimarse favorablemente la pretensión reclamada; e) finalmente, considera innecesario pronunciarse sobre la condena que también dispone la resolución cuestionada, respecto del pago de costas y costos, ya que, como se ha precisado en el acápite b) de este mismo Fundamento, tal extremo ha sido rectificado por la propia Sala Civil Transitoria de la Corte Suprema de Justicia de la República, como se aprecia de la Resolución del 3 de agosto de 2001, obrante a fojas 7 de los autos. 

Por estos fundamentos, el Tribunal Constitucional, en uso de las atribuciones conferidas por la Constitución Política del Perú y su Ley Orgánica,

 FALLA
REVOCANDO la recurrida que, confirmando la apelada, declara improcedente la demanda. Reformándola, la declara FUNDADA; en consecuencia, declara inaplicables a don Carlos Guffanti Medina las Resoluciones de la Sala Civil Transitoria de la Corte Suprema de Justicia de la República de fechas 21 de junio de 2001 y 3 de agosto de 2001, sólo en la parte que condenan al demandante al pago de una multa de tres unidades de referencia procesal, manteniendo subsistente lo demás que contienen. Dispone la notificación a las partes, su publicación conforme a ley y la devolución de los actuados. 

SS.

 REY TERRY

REVOREDO MARSANO

GARCÍA TOMA

 
ZONAS GEOGRÁFICAS EXONERADAS DEL PAGO DE TASAS JUDICIALES EN EL PERÚ

A través de la Resolución Administrativa 1067-CME-PJ, se determinó que zonas geográficas de la República, que por efectos de las dificultades administrativas, justifican una exoneración generalizada. Los distritos judiciales beneficiados son: Apurímac, Arequipa, Ayacucho, Cusco-Madre de Dios, Huancavelica, Huánuco-Pasco y Puno.
	DISTRITO JUDICIAL DE APURIMAC

 

	DISTRITO
	PROVINCIA
	DEPARTAMENTO

	Huanipaca
	Abancay
	Apurímac

	Huayana
	Andahuaylas
	Apurímac

	Pampachiri
	Andahuaylas
	Apurímac

	Pomacocha
	Andahuaylas
	Apurímac

	San Miguel de Chaccrapampa
	Andahuaylas
	Apurímac

	Tumay Huaraca
	Andahuaylas
	Apurímac

	Juan Espinoza Medrano
	Antabamba
	Apurímac

	Oropeza
	Antabamba
	Apurímac

	Sabaino
	Antabamba
	Apurímac

	Huaccana
	Chincheros
	Apurímac

	Ocobamba
	Chincheros
	Apurímac

	Curpahuasi
	Grau
	Apurímac

	Huayllati
	Grau
	Apurímac

	Progreso
	Grau
	Apurímac

	Virundo
	Grau
	Apurímac


	DISTRITO JUDICIAL DE AREQUIPA 



	DISTRITO
	PROVINCIA
	DEPARTAMENTO

	Chachas
	Castilla
	Arequipa

	Chilcaymarca
	Castilla
	Arequipa

	Alca
	La Unión
	Arequipa

	Charcana
	La Unión
	Arequipa

	Huaynacotas
	La Unión
	Arequipa

	Puyca
	La Unión
	Arequipa

	Coronel Castañeda
	Parinacochas
	Ayacucho

	Upahuacho
	Parinacochas
	Ayacucho


	DISTRITO JUDICIAL DE AYACUCHO 



	DISTRITO
	PROVINCIA
	DEPARTAMENTO

	María Parado de Bellido
	Cangallo
	Ayacucho

	Chiara
	Huamanga
	Ayacucho

	Vinchos
	Huamanga
	Ayacucho

	Ayahuanco
	Huanta
	Ayacucho

	Santillana
	Huanta
	Ayacucho

	Anco
	La Mar
	Ayacucho

	Chungui
	La Mar
	Ayacucho

	Huamanquiquia
	Víctor Fajardo
	Ayacucho

	Sarhua
	Víctor Fajardo
	Ayacucho

	Vishongo
	Vilcas Huamán
	Ayacucho

	Anco
	Churcampa
	Huancavelica


	DISTRITO JUDICIAL DE CUSCO-MADRE DE DIOS

 

	DISTRITO
	PROVINCIA
	DEPARTAMENTO

	Chinchaypujio
	Anta
	Cusco

	Lares
	Calca
	Cusco

	Checca
	Canas
	Cusco

	Ccorca
	Cusco
	Cusco

	Capacmarca
	Chumbivilcas
	Cusco

	Colquemarca
	Chumbivilvas
	Cusco

	Chamaca
	Chumbivilcas
	Cusco

	Livitaca
	Chumbivilcas
	Cusco

	Llusco
	Chumbivilcas
	Cusco

	Quiñota
	Chumbivilcas
	Cusco

	Santo Tomás
	Chumbivilcas
	Cusco

	Velille
	Chumbivilcas
	Cusco

	Corporaque
	Espinar
	Cusco

	Occoruro
	Espinar
	Cusco

	Pichigua
	Espinar
	Cusco

	Suyckutambo
	Espinar
	Cusco

	Ccapi
	Paruro
	Cusco

	Omacha
	Paruro
	Cusco

	Colquepata
	Paucartambo
	Cusco

	Challabamba
	Paucartambo
	Cusco

	Huancarani
	Paucartambo
	Cusco

	Ccarhuayo
	Quispicanchis
	Cusco

	Ocongate
	Quispicanchis
	Cusco

	Haquira
	Cotabambas
	Apurímac

	Mara
	Cotabambas
	Apurímac

	Tambobamba
	Cotabambas
	Apurímac

	
	
	


	DISTRITO JUDICIAL DE HUANCAVELICA 



	DISTRITO
	PROVINCIA
	DEPARTAMENTO

	Acobambilla
	Huancavelica
	Huancavelica

	Manta
	Huancavelica
	Huancavelica

	Acoria
	Huancavelica
	Huancavelica

	Yauli
	Huancavelica
	Huancavelica

	Huancavelica
	Huancavelica
	Huancavelica

	Lircay
	Angaraes
	Huancavelica

	Congalla
	Angaraes
	Huancavelica


	DISTRITO JUDICIAL DE HUÁNUCO-PASCO

 

	DISTRITO
	PROVINCIA
	DEPARTAMENTO

	Colpas
	Ambo
	Huánuco

	San Francisco
	Ambo
	Huánuco

	Aparicio Pomares
	Yarowilca
	Huánuco

	Chavinillo
	Yarowilca
	Huánuco

	Obas
	Yarowilca
	Huánuco

	Pampamarca
	Yarowilca
	Huánuco

	Jesús
	Lauricocha
	Huánuco

	Rondos
	Lauricocha
	Huánuco

	San Francisco de Asís
	Lauricocha
	Huánuco

	Chuquis
	Dos de Mayo
	Huánuco

	Marías
	Dos de Mayo
	Huánuco

	Pachas
	Dos de Mayo
	Huánuco

	Sillapata
	Dos de Mayo
	Huánuco

	Yanas
	Dos de Mayo
	Huánuco

	Pinra
	Huacaybamba
	Huánuco

	Jacas Grande
	Huamalíes
	Huánuco

	Miraflores
	Huamalíes
	Huánuco

	Puños
	Huamalíes
	Huánuco

	San Pedro de Chaulán
	Huánuco
	Huánuco


	DISTRITO JUDICIAL DE PUNO

 

	DISTRITO
	PROVINCIA
	DEPARTAMENTO

	Achaya
	Azángaro
	Puno

	Caminaca
	Azángaro
	Puno

	San José 
	Azángaro
	Puno

	San Juan Salinas
	Azángaro
	Puno

	Corani
	Carabaya
	Puno

	Ituata
	Carabaya
	Puno

	Usicayos
	Carabaya
	Puno

	Huacullani
	Chucuito
	Puno

	Kelluyo
	Chucuito
	Puno

	Inchupalla
	Huancané
	Puno

	Rosaspata
	Huancané
	Puno

	Paratia
	Lampa
	Puno

	Cupi
	Melgar
	Puno

	Orurillo
	Melgar
	Puno

	Huayrapata
	Moho
	Puno

	San Antonio
	Puno
	Puno

	Tiquillaca
	Puno
	Puno

	Pedro Vilca Apaza
	San Antonio de Pádua
	Puno

	Sina
	San Antonio de Pádua
	Puno

	Quiaca
	Sandia
	Puno


Fuente: http://www.cajpe.org.pe/RIJ/bases/tasas/peru/zonas.htm

RESOLUCION ADMINISTRATIVA QUE ESTABLECE ARANCELES JUDICIALES PARA EL AÑO 2008

	RESOLUCION ADMINISTRATIVA Nº 086-2008-CE-PJ

 Lima, 10 de abril de 2008  

CONSEJO EJECUTIVO DEL PODER JUDICIAL

Aprueban Aranceles Judiciales para el Ejercicio 2008

               Lima, 10 de abril de 2008

               CONSIDERANDO:

                Primero: Que, la Constitución Política del Estado, en el artículo 139, numeral 16, establece el Principio de Gratuidad de la Administración de Justicia, para las personas de escasos recursos económicos; principio que no puede hacerse extensivo indiscriminadamente a quienes no se encuentren en esta situación;

                Segundo: Que, el artículo VIII del Título Preliminar del Código Procesal Civil modificado por Ley Nº 26846, establece que el acceso al servicio de justicia es gratuito, sin perjuicio del pago de costas, costos y multas establecidas por dicho Código y por disposiciones administrativas del Poder Judicial;

                Tercero: Que, dentro del marco de la norma acotada es necesario regular el pago de los Aranceles Judiciales, de conformidad con los principios jurídicos que los sustentan y demás disposiciones vigentes, sobre la base de criterios técnicos orientados a favorecer un mejor desarrollo de la actividad procesal;

                Cuarto: Que, mediante Resolución Administrativa Nº 009-2007-EF, publicada en el Diario Oficial El Peruano con fecha 9 de marzo de 2007, se aprobó el cuadro de Valor de Aranceles Judiciales para el Ejercicio Gravable 2007;

             Quinto: Que, mediante Decreto Supremo Nº 209-2007-EF, publicado en el Diario Oficial El Peruano el día 22 de diciembre de 2007, se determina el valor de la Unidad Impositiva Tributaria (UIT) para el Ejercicio Gravable del año 2008 en la suma de S/. 3,500.00 (Tres Mil Quinientos y  00/100 Nuevos Soles);

                Sexto: Que, para la aplicación de las cuantías de los Aranceles Judiciales, se fija la Unidad de Referencia Procesal (URP) cuyo valor es equivalente al 10% de la Unidad Impositiva Tributaria (UIT), la misma que asciende a la suma de s/.350.00 (Trescientos Cincuenta y 00/100 nuevos soles) para el Ejercicio Gravable del año 2008;

                Sétimo: Que, solamente están afectos al pago de Aranceles Judiciales los Actos Procesales referidos a la presente Resolución;

                El Consejo Ejecutivo del Poder Judicial, en uso de sus atribuciones, en sesión ordinaria de la fecha, de conformidad con el informe de la señorita  Consejera Sonia Torre Muñoz, por unanimidad;

                RESUELVE:

                Artículo Primero.- Aprobar para el Ejercicio Gravable del año 2008 el Cuadro de Valores de los Aranceles Judiciales referido a los siguientes actos procesales:

                    INDICE DE           MONTO                

                    URP                       (S/.)     

PROCESOS CONTENCIOSOS

1.-           Por actos procesales cuyo valor de la                                            

                pretensión sea hasta doscientos cincuenta                                  

                (250) URP o de cuantía indeterminable                                        

a)            Por ofrecimiento de pruebas o por calificación de        10,0%     35,00       

                Título ejecutivo o de ejecución.                                      

b)            Por ofrecimiento de pruebas por Excepciones y           10,0%     35,00       

                Defensas Previas.                                               

c)            Por solicitud de Nulidad de actos procesales               10,0%     35,00       

d)            Por recurso de apelación de autos                                  10,0%     35,00       

e)            Por recurso de apelación de sentencias                        40,0%   140,00     

f)             Por recurso de nulidad y casación                                 160,0%   560,00     

g)            Por recurso de queja                                                           25,0%     87,50       

h)            Por actuaciones a realizarse fuera del Local Judicial   50,0%  175,00     

i)             Por formas especiales de conclusión del proceso        28,0%    98,00       

j)             Por suspensión convencional del proceso (excepto      28,0%    98,00       

                Conciliación y Abandono)                                               

k)            Por cada folio de copia certificada                                        1,0%      3,50         

l)             Por exhorto: Dentro del Distrito Judicial                             10,0%   35,00       

                               Otro Distrito Judicial                                                20,0%   70,00       

                               Al Extranjero                                                              50,0% 175,50     

m)           Por Otorgamiento de Poder por Acta                                  10,0%   35,00       

2.-           Por actos procesales cuyo valor de pretensión sea mayor de   

                doscientos cincuenta (250) hasta quinientos (500) URP    

a)            Por ofrecimiento de pruebas o por calificación de        20,0%     70,00       

                Título ejecutivo o de ejecución.                                      

b)            Por ofrecimiento de pruebas en Excepciones y             20,0%     70,00       

                Defensas Previas.                                               

c)            Por solicitud de Nulidad de actos procesales               12,0%     42,00       

d)            Por recurso de apelación de autos                                  20,0%     70,00       

e)            Por recurso de apelación de sentencias                        80,0%   280,00     

f)             Por recurso de nulidad y casación                                 200,0%   700,00     

g)            Por recurso de queja                                                           50,0%   175,00     

h)            Por actuaciones a realizarse fuera del Local Judicial 100,0%   350,00     

i)             Por formas especiales de conclusión del proceso        50,0%   175,00     

j)             Por suspensión convencional del proceso (excepto      50,0%   175,00     

                Conciliación y Abandono)                                               

k)            Por cada folio de copia certificada                                        1,0%        3,50         

l)             Por exhorto: Dentro del Distrito Judicial                             10,0%     35,00       

                               Otro Distrito Judicial                                                20,0%     70,00       

                               Al Extranjero                                                               50,0%  175,00     

m)           Por Otorgamiento de Poder por Acta                                   10,0%     35,00       

3.-           Por actos procesales cuyo valor de pretensión sea mayor de   

                quinientos (500) hasta mil (1000) URP        

a)            Por ofrecimiento de pruebas o por calificación de        30,0%     105,00     

                Título ejecutivo o de ejecución.                                      

b)            Por ofrecimiento de pruebas en Excepciones y             30,0%     105,00     

                Defensas Previas.                                               

c)            Por solicitud de Nulidad de actos procesales                14,0%       49,00       

d)            Por recurso de apelación de autos                                   30,0%     105,00     

e)            Por recurso de apelación de sentencias                       120,0%     420,00     

f)             Por recurso de nulidad y casación                                   300,0%  1050,00   

g)            Por recurso de queja                                                             75,0%    262,50     

h)            Por actuaciones a realizarse fuera del Local Judicial  150,0%    525,00     

i)             Por formas especiales de conclusión del proceso         90,0%    315,00     

j)             Por suspensión convencional del proceso (excepto       90,0%    315,00     

                Conciliación y Abandono)                                               

k)            Por cada folio de copia certificada                                         1,0%         3,50         

l)             Por exhorto:                                         

                Dentro del Distrito Judicial                                                    10,0%       35,00       

                               Otro Distrito Judicial                                                 20,0%       70,00       

                               Al Extranjero                                                               50,0%     175,00     

m)           Por Otorgamiento de Poder por Acta                                   10,0%       35,00       

4.-           Por actos procesales cuyo valor de pretensión                                           

                sea mayor de mil (1000) hasta dos mil (2000) URP       

a)            Por ofrecimiento de pruebas o por calificación de           45,0%     157,50     

                Título ejecutivo o de ejecución.                                      

b)            Por ofrecimiento de pruebas en Excepciones y                45,0%     157,50     

                Defensas Previas.                                               

c)            Por solicitud de Nulidad de actos procesales                   16,0%       56,00       

d)            Por recurso de apelación de autos                                      45,0%    157,50     

e)            Por recurso de apelación de sentencias                          180,0%    630,00     

f)             Por recurso de nulidad y casación                                      450,0% 1575,00   

g)            Por recurso de queja                                                              113,0%   395,00     

h)            Por actuaciones a realizarse fuera del Local Judicial     225,0%   787,50     

i)             Por formas especiales de conclusión del proceso          135,0%  472,50     

j)             Por suspensión convencional del proceso (excepto        135,0%  472,50     

                Conciliación y Abandono)                                               

k)            Por cada folio de copia certificada                                            1,0%       3,50        

l)             Por exhorto: Dentro del Distrito Judicial                                 10,0%    35,00       

                               Otro Distrito Judicial                                                    20,0%    70,00       

                               Al Extranjero                                                                  50,0%  175,00     

m)           Por Otorgamiento de Poder por Acta                                      20,0%     70,00      

5.-           Por actos procesales cuyo valor de pretensión                                           

                sea mayor de dos mil (2000) URP hasta tres mil                                        

                (3000) URP                                         

a)            Por ofrecimiento de pruebas o por calificación de               90,0%   315,00     

                Título ejecutivo o de ejecución.                                      

b)            Por ofrecimiento de pruebas en Excepciones y                    90,0%   315,00     

                Defensas Previas.                                               

c)            Por solicitud de Nulidad de actos procesales                       20,0%     70,00       

d)            Por recurso de apelación de autos                                          90,0%   315,00     

e)            Por recurso de apelación de sentencias                              380,0% 1330,00   

f)             Por recurso de nulidad y casación                                         900,0%  3150,00   

g)            Por recurso de queja                                                                230,0%    805,00     

h)            Por actuaciones a realizarse fuera del Local Judicial        450,0% 1575,00   

i)             Por formas especiales de conclusión del proceso            270,0%    945,00     

j)             Por suspensión convencional del proceso (excepto          270,0%    945,00     

                Conciliación y Abandono)                                               

k)            Por cada folio de copia certificada                                              1,0%         3,50         

l)             Por exhorto: Dentro del Distrito Judicial                                   10,0%      35,00       

                               Otro Distrito Judicial                                                      20,0%      70,00      

                               Al Extranjero                                                                    50,0%    175,00     

m)           Por Otorgamiento de Poder por Acta                                        22,0%      77,00       

6.-           Por actos procesales cuyo valor de pretensión                                           

                sea mayor de tres mil (3000) URP             

a)            Por ofrecimiento de pruebas o por calificación de               135,0%   472,50     

                Título ejecutivo o de ejecución.                                      

b)            Por ofrecimiento de pruebas en Excepciones y                    135,0%   472,50     

                Defensas Previas.                                               

c)            Por solicitud de Nulidad de actos procesales                         22,0%      77,00       

d)            Por recurso de apelación de autos                                         135,0%    472,50     

e)            Por recurso de apelación de sentencias                               465,0%  1627,50  

f)             Por recurso de nulidad y casación                                        1300,0%  4550,00  

g)            Por recurso de queja                                                                  330,0%  1155,00   

h)            Por actuaciones a realizarse fuera del Local Judicial         500,0%   1750,00   

i)             Por formas especiales de conclusión del proceso          410.0,0%   1435,00   

j)             Por suspensión convencional del proceso (excepto           410,0%   1435,00   

                Conciliación y Abandono)                                               

k)            Por cada folio de copia certificada                                               1,0%          3,50         

l)             Por exhorto: Dentro del Distrito Judicial                                    10,0%       35,00       

                               Otro Distrito Judicial                                                       20,0%      70,00       

                               Al Extranjero                                                                     50,0%    175,00     

m)           Por Otorgamiento de Poder por Acta                                         22,0%      77,00       

7.-           Medidas cautelares y Anotaciones de Demandas                                       

                y de embargos en ejecución forzada.                        

a)            Hasta cien (100) URP o por Cuantía indeterminada            100,0%   350,00     

b)            Más de cien (100) URP hasta trescientos (300)URP           200,0%   700,00     

c)            Más de trescientos (300) URP hasta tres mil                         400,0% 1400,00   

                (3000)URP                                            

d)            Más de tres mil (3000)URP hasta tres mil                            1250,0% 4375,00   

                quinientos (3500)URP                                        

e)            Más de tres mil quinientos (3500)URP                                  1650,0% 5775,50   

8.-           Solicitud de Remate Judicial                          

a)            Hasta cien (100) URP o por Cuantía indeterminada             100,0%   350,00     

b)            Más de cien (100) URP hasta trescientos (300)URP            200,0%   700,00     

c)            Más de trescientos (300) URP hasta tres mil                          400,0% 1400,00   

                (3000)URP                                            

d)            Más de tres mil (3000)URP hasta tres mil                             1250,0% 4375,00   

                quinientos (3500)URP                                        

e)            Más de tres mil quinientos (3500) URP                                  1650,0% 5775,00                                                 

PROCESOS NO CONTENCIOSOS                                           

1.-           En los siguientes actos de procedimientos:                                  

a)            Por ofrecimiento de pruebas                                                          20,0%    70,00       

b)            Por recurso de apelación de autos                                               40,0%  140,00     

c)            Por recurso de queja                                                                        50,0%  175,50     

d)            Por actuaciones a realizarse fuera del local Judicial              100,0%  350,00     

e)            Por formas especiales de conclusión del proceso                   50,0%  175.00     

f)             Por suspensión convencional del proceso (excepto                 50,0%  175,00     

                Conciliación y Abandono)                                               

g)            Por cada folio de copia certificada                                                   1,0%       3,50         

h)            Por exhorto: Dentro del Distrito Judicial                                       10,0%     35,00       

                               Otro Distrito Judicial                                                          20,0%     70,00       

                               Al Extranjero                                                                        50,0%   175,00     

i)             Por Otorgamiento de Poder por Acta                                             10,0%     35,00       

2.-           De reconocimiento de sentencia o laudo extranjero:                  

a)            Por ofrecimiento de pruebas                                                           40,0%  140,00     

b)            Por recurso de apelación de autos                                                80,0%  280,00     

c)            Por recurso de queja                                                                         50,0%  175,00     

d)            Por actuaciones a realizarse fuera del local Judicial               100,0%  350,00     

e)            Por formas especiales de conclusión del proceso                  100,0%  350,00     

f)             Por suspensión convencional del proceso (excepto                100,0%  350,00     

                Conciliación y Abandono)                                               

g)            Por cada folio de copia certificada                                                     1,0%      3,50         

h)            Por exhorto: Dentro del Distrito Judicial                                          10,0%   35,00       

                               Otro Distrito Judicial                                                             20,0%   70,00       

                               Al Extranjero                                                                           50,0% 175,00     

i)             Por Otorgamiento de Poder por Acta                                                10,0%   35,00      

SOLICITUD DE ACTOS JUDICIALES        

1.-           Por prueba anticipada                                       

a)            Por actuación de prueba anticipada de cuantía                                            

                Indeterminable y determinable, se sujetarán a los                                       

                Valores consignados en los Procesos Contenciosos                                 

b)            Por expedición de cada folio de copias certificadas                       1,0%      3,50         

                Al momento de retiro del expediente                                            

2.-           Por derecho a participar en remate Judicial de bienes muebles             

                Valor del bien mueble por rematar                                   

a)            Hasta diez (10) URP                                                                            15,0%    52,50       

b)            Más de diez (10) URP hasta treinta (30) URP                                30,0%  105,00     

c)            Más de treinta (30) URP                                                                      50,0%  175,00     

3.-           Por derecho a participar en remate Judicial de bienes inmuebles         

                Valor del bien inmueble por rematar                                               

a)            Hasta cien (100) URP                                                                          50,0%  175,00     

b)            Más de cien (100) hasta (1000) URP                                             100,0%  350,00     

c)            Más de mil (1000) URP                                                                     200,0%  700,00     

4.-           Por saneamiento y expedición de partes                                           1% del valor de      

                Judiciales para inscripción en el Registro de                                   adjudicación del  

                Propiedad Inmueble del bien rematado*                                             inmueble                                

                * Se encuentran obligados al pago de este Arancel las partes o           

                   terceros que se adjudiquen un bien inmueble.                                        

5.-           Por expedición de Partes Judiciales para el                                 10,0%   34,50      

                Registro Personal de los organismos                                         

                correspondientes      

PROCESOS PENALES POR QUERELLA

                Los actos procesales por querellas se sujetarán al pago de Aranceles de los procesos contenciosos en lo que sea aplicable.

                Artículo Segundo.- A solicitud de parte, se devolverá el importe del Arancel Judicial adjuntado a la solicitud de Nulidad de Acto Procesal, cuando ésta ha sido declarada Fundada por el Órgano Jurisdiccional.

                Artículo Tercero.- Cuando el Órgano Jurisdiccional ordene la devolución del monto contenido en algún Arancel Judicial, ésta deberá estar sustentada, asumiendo la responsabilidad que pueda generar la devolución indebida.

                Artículo Cuarto.- El Desistimiento del Acto Procesal no está afecto al pago de Arancel Judicial, siempre que no implique la conclusión del proceso.

                Artículo Quinto.- En el caso que la adjudicación se realizare en moneda extranjera y sólo para los efectos del cálculo del valor del Arancel Judicial, éste deberá ser expresado en nuevos soles, al tipo de cambio, valor venta, del día de la adjudicación señalado por la Superintendencia de Banca y Seguros y que es publicado en el Diario Oficial; debiendo pagarse el correspondiente Arancel Judicial previo al otorgamiento de dichos documentos.

                Artículo Sexto.- De conformidad con lo dispuesto en el Artículo 83 del Código Procesal Civil, cuando concurran varias personas como demandantes o demandados, pagarán el Arancel respectivo por cada titular de la acción, salvo las sociedades conyugales que conformen una misma parte y lo dispuesto por el primer párrafo del Artículo 76 del referido código.

                Artículo Sétimo.- En los casos de Apelación de Auto sin efecto suspensivo, el apelante esta exonerado del pago por concepto de Copias Certificadas, sólo de aquellas que determine el Juez para la formación del cuaderno a ser elevado al Superior Jerárquico, manteniéndose la obligación de pago respecto de la adición de actuados judiciales requerida por el apelante.

                Artículo Octavo.- En los procesos sumarísimos por alimentos, cuando la pretensión del demandante exceda las veinte (20) URP se sujetarán a los pagos dispuestos en la presente Resolución, reducidos en un cincuenta (50%) por ciento.

                Artículo Noveno.- En los asuntos de familia e interés de menores, cuando se solicite la ejecución anticipada de la futura decisión final, están exonerados del pago del Arancel Judicial por el concepto de medida cautelar.

                Artículo Décimo.- En los procesos laborales y previsionales, los trabajadores, ex trabajadores y sus herederos, cuyo petitorio exceda el mínimo señalado en la Ley Orgánica del Poder Judicial como exonerados (70 URP); se sujetarán a los pagos contenidos en la presente Resolución reducidos en cincuenta (50%) por ciento.

                Artículo Undécimo.- Se encuentran exonerados del pago de Aranceles Judiciales, las Acciones de Garantías de: Amparo, Hábeas Corpus, Hábeas Data, Acción Popular y Acción de Cumplimiento.

                Artículo Duodécimo.- En los casos de procesos judiciales referido a impugnación de Acuerdos Societarios, el monto del Arancel Judicial a pagar se calculará en función del capital social inscrito en los Registros Públicos.

                Asimismo, en las medidas cautelares y anotaciones de demandas en este tipo de procesos, se procederá de igual manera que el párrafo anterior.

DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS Y FINALES

                Primera.- Las personas naturales que soliciten medidas cautelares por una cuantía inferior a las 10 URP, se encuentran exoneradas del pago del arancel judicial.

Nota : Información se recabada del SPIJ del MINJUS

                Segunda.- En el caso de remates judiciales el pago del Arancel Judicial correspondiente se efectuará única y exclusivamente en la primera oportunidad de dicha solicitud.

                Tercera.- En el caso que la solicitud de medida cautelar fuese denegada, solicitud de parte, se devolverá el monto del 50% del Arancel Judicial, siempre y cuando el solicitante no interponga recurso de apelación.

                Cuarta.- Los Magistrados están obligados a dar estricto cumplimiento a lo dispuesto en la presente resolución bajo responsabilidad.

                Quinta.- La devolución del pago de los valores de los Aranceles Judiciales se sujetará a lo dispuesto por las normas pertinentes que para el efecto se dicte.

                Sexta.- Los Aranceles Judiciales deben adquirirse en las Agencias del Banco de la Nación, asumiendo el usuario la responsabilidad por la presentación de Aranceles Judiciales Falsificados, cuyo procedimiento se sujeta a lo dispuesto en las normas pertinentes.

                Sétima.- Las actuaciones de diligencias judiciales se seguirán comisionando en todos los  Distritos Judiciales, tal como viene ocurriendo hasta la fecha: quedando prohibida la realización vía exhorto únicamente  dentro de  los Distritos Judiciales  de Lima, Callao y Lima Norte. Las actuaciones de diligencias judiciales se seguirán comisionando mediante exhorto en todos los Distritos Judiciales; de conformidad al contenido del Acuerdo de Sala Plena de la Corte Suprema de Justicia de fecha 7 de enero del 2004.

                Octava.- La Autorización Judicial de Viaje de Menor es un proceso no contencioso; en tal sentido, el pago de Aranceles se sujetará a los procesos no contenciosos en lo que sea aplicable.

               Novena.- Manténganse la vigencia de los beneficios de exoneración del pago de Aranceles Judiciales para las personas naturales que se encuentren en zonas geográficas de extrema pobreza comprendidas en las Resoluciones Administrativas Nºs. 1067-CME-PJ, 036-2002-CE-PJ, 051-2002-CE-PJ, 132-2003-CE-PJ, 004-2005-CE-PJ, sin perjuicio de ampliar sus alcances conforme se determinen otras zonas con las características necesarias para tales fines.

                Décima.- Autorícese al Presidente del Consejo Ejecutivo del Poder Judicial a actualizar los valores de los Aranceles Judiciales aprobados de acuerdo al incremento del valor de la Unidad de Referencia Procesal (URP).

                Undécima.- Deróguese las disposiciones que se opongan a la presente resolución.

                Regístrese, publíquese, comuníquese y cúmplase.

                SS.

                FRANCISCO TÁVARA CÓRDOVA

                ANTONIO PAJARES PAREDES

                JAVIER ROMÁN SANTISTEBAN

                SONIA TORRE MUÑOZ

                WÁLTER COTRINA MIÑANO

                Nota: Información del Diario Oficial El Peruano
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        Al ilustre Juez Superior de la Corte Superior de Justicia del Distrito Judicial de Lambayeque y Catedrático de la FDCP de la UNPRG Carlos Alfonso Silva Muñoz; quien con sus enseñanzas me ha mostrado el verdadero sentido de la investigación jurídica.
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� Artículo I del Título Preliminar del CPC.


� MONROY GÁLVEZ, Juan. "Introducción al Proceso Civil". Tomo I. Ed. Temis. Santa Fe de Bogotá. 1996. Pág.245.


� Debemos entender que como derecho humano el acceso a la justicia implica la posibilidad de que cualquier sujeto de derecho solicite a los jueces competentes la protección de sus derechos y protegidos por la constitución, hecho que se logra con un acceso efectivo  a la justicia.


� Locución latina que significa: “Derecho imperativo”.


� VENTURA ROBLES, Manuel E. “La jurisprudencia de la corte interamericana de derechos humanos en materia de acceso a la justicia e impunidad”.(En línea) http://www2.ohchr.org/spanish/issues/democracy/costarica/docs/PonenciaMVentura.doc


� Toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro de un plazo razonable, por un juez o autoridad competente, independiente e imparcial, establecida con anterioridad por la ley, en la sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra ella, o para la determinación de sus derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter.


� Ibídem.


� HUERTA GUERRERO. Luis Alberto. El Debido Proceso en las decisiones de la Corte Interamericana de Derechos Humanos (análisis del artículo 8º de la Convención Americana�sobre Derechos Humanos). Documento de Trabajo de la Comisión Andina de Juristas. Lima, 26 de marzo del 2001. P., 9 y 10.(En línea) http://www.cajpe.org.pe/RIJ/bases/nuevdh/dh2/lh-deb2.HTM


� RUIZ MOLLEDA, Juan Carlos (con el apoyo del equipo profesional del Área de Acceso a la Justicia del Instituto de Defensa Legal y del Consorcio Justicia Viva (integrado por IDL y la Facultad y el Departamento de Derecho de la Pontificia Universidad Católica del Perú). “Manual de acceso a la justicia para líderes y lideresas sociales”. Centro de Estudios y Publicaciones – CEP. Lima, setiembre de 2006. P. 30.


� FAIREN GUILLEN, Víctor, “Doctrina General del Derecho Procesal. Hacia una teoría y Ley Procesal General”. Barcelona. Bosh. 1990, citado por Luis Marcelo de Bernardis, “La garantía del debido proceso”, Cuzco, 1995, pág. 58.


� MORENO ORTIZ, Luis Javier. “Acceso a la Justicia”. Ediciones Academia Colombiana de Jurisprudencia: Santa Fe de Bogotá, 2000, p. 99.


�VILLANUEVA ALVAREZ, Hildebrando. “El auxilio judicial y la prueba accesibilidad de la prueba genética” En Revista Jurídica del Perú, Nº 86 (Abril del 2005), Normas Legales, pp.  387.


� FERNÁNDEZ SESSAREGO, Carlos. "Derecho de las Personas". Octava edición. Editorial GRIJLEY. Lima. 2001. Pág. 61.


� ARIANO DEHO, Eugenia. "Problemas del Proceso Civil". Jurista Editores. Lima, 2003. Pág. 15-16.


� OEA. ACCESO A LA JUSTICIA: LLAVE PARA LA GOBERNABILIDAD DEMOCRÁTICA. INFORME FINAL DEL PROYECTO “LINEAMIENTOS Y BUENAS PRÁCTICAS PARA UN ADECUADO ACCESO A LA JUSTICIA EN LAS AMÉRICAS”. Junio de 2007. Página 25. (En línea) http://www.justiciaviva.org.pe/publica/lineamientos_buenas_practicas.pdf


� LA ROSA, Javier. “Acceso a la justicia: elementos para desarrollar una política pública en el país”. Derecho virtual Año 1, Nº 3. Octubre-diciembre 2006. Pág., 3 (En línea) derechovirtual.com/index2.php?option=com_content&do_pdf=1&id=268.


� OEA., ob. Cit., pág., 25.


� LA ROSA, Javier, ob. Cit., p. 3 y 4.


� MORENO ORTIZ, Luis Javier. “Acceso a la Justicia”. Ediciones Academia Colombiana de Jurisprudencia: Santa Fe de Bogotá, 2000, p. 101-105.


� Cappelletti, Mauro y Bryant Garth: El acceso a la justicia: La tendencia en el movimiento mundial para hacer efectivos los derechos. México: Fondo de Cultura Económica, 1996, p. 13.


� Artículo 2º.- Derechos de la Persona.


Toda persona tiene derecho:


(…)


2. A la igualdad ante la ley. Nadie debe ser discriminado por motivo de origen, raza, sexo, idioma, religión, opinión, condición económica o de cualquiera otra índole


� Artículo 139º.- Principios de la función jurisdiccional.


Son principios y derechos de la función jurisdiccional:


(…)


3. La observancia del debido proceso y la tutela jurisdiccional.


Ninguna persona puede ser desviada de la jurisdicción predeterminada por la ley, ni sometida a procedimiento distinto de los previamente establecidos, ni juzgada por órganos jurisdiccionales de excepción ni por comisiones especiales creadas al efecto, cualquiera sea su denominación.


� Artículo 44º.- Deberes del Estado.


Son deberes primordiales del Estado: defender la soberanía nacional; garantizar la plena vigencia de los derechos humanos; proteger a la población de las amenazas contra su seguridad; y promover el bienestar general que se fundamenta en la justicia y en el desarrollo integral y equilibrado de la Nación.


Asimismo, es deber del Estado establecer y ejecutar la política de fronteras y promover la integración, particularmente latinoamericana, así como el desarrollo y la cohesión de las zonas fronterizas, en concordancia con la política exterior.


� Sentencia del 5 de enero del 2006, expediente 0015-2005-PI/TC del Tribunal Constitucional.


� LA ROSA CALLE, Javier / Instituto de Defensa Legal. Acceso a la justicia en el mundo rural. Primera edición. Lima, marzo 2007. P., 25 Y 26.


� Artículo 139, numeral 16, señala que “Son principios y derechos de la función jurisdiccional... el principio de la gratuidad de la administración de justicia y de la defensa gratuita para las personas de escasos recursos; y, para todos, en los casos que la ley señala”.


� HERRERA VÁSQUEZ, Ricardo, “Función Jurisdiccional”, Academia de la Magistratura, Tercer Curso, 2000, p 119.


� “El acceso a al servicio de justicia es gratuito, sin perjuicio del pago de costos,  costas y multas establecidas en este código y disposiciones administrativas del Poder Judicial”


� “La administración de justicia es gratuita para las personas de escasos recursos económicos, y para todos los casos expresamente previstos por ley (...)”.


� Artículo 8 


Toda persona tiene derecho a un recurso efectivo, ante los tribunales nacionales competentes, que la ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos por la constitución o por la ley. 


� Artículo 10 


Toda persona tiene derecho, en condiciones de plena igualdad, a ser oída públicamente y con justicia por un tribunal independiente e imparcial, para la determinación de sus derechos y obligaciones o para el examen de cualquier acusación contra ella en materia penal. 


� Artículo 14


1. Todas las personas son iguales ante los tribunales y cortes de justicia. Toda persona tendrá derecho a ser oída públicamente y con las debidas garantías por un tribunal competente, independiente e imparcial, establecido por la ley, en la substanciación de cualquier acusación de carácter penal formulada contra ella o para la determinación de sus derechos u obligaciones de carácter civil. La prensa y el público podrán ser excluidos de la totalidad o parte de los juicios por consideraciones de moral, orden público o seguridad nacional en una sociedad democrática, o cuando lo exija el interés de la vida privada de las partes o, en la medida estrictamente necesaria en opinión del tribunal, cuando por circunstancias especiales del asunto la publicidad pudiera perjudicar a los intereses de la justicia; pero toda sentencia en materia penal o contenciosa será pública, excepto en los casos en que el interés de menores de edad exija lo contrario, o en las acusaciones referentes a pleitos matrimoniales o a la tutela de menores.


� Artículo 8. Garantías Judiciales


1. Toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro de un plazo razonable, por un juez o tribunal competente, independiente e imparcial, establecido con anterioridad por la ley, en la sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra ella, o para la determinación de sus derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter.


� Artículo XVIII. Toda persona puede ocurrir a los tribunales para hacer valer sus derechos. Asimismo debe disponer de un procedimiento sencillo y breve por el cual la justicia lo ampare contra actos de la autoridad que violen, en perjuicio suyo, alguno de los derechos fundamentales consagrados constitucionalmente. 


� Corte Interamericana de Derechos Humanos, Opinión consultiva OC-11/90, párrafo 28.


� Artículo 2º.- Derechos de la Persona.


Toda persona tiene derecho:


(…)


19. A su identidad étnica y cultural. El Estado reconoce y protege la pluralidad étnica y


cultural de la Nación.


Todo peruano tiene derecho a usar su propio idioma ante cualquier autoridad mediante un intérprete. Los extranjeros tienen este mismo derecho cuando son citados por cualquier autoridad.


� LA ROSA CALLE, Javier / Instituto de Defensa Legal. Op., cit., p., 29.


� LA ROSA CALLE, Javier / Instituto de Defensa Legal. Op., cit., p., 29 y 30.


� Cifras a setiembre del 2004.


� Artículo 149º.- Ejercicio de la función jurisdiccional por las comunidades campesinas y nativas.


Las autoridades de las Comunidades Campesinas y Nativas, con el apoyo de las Rondas Campesinas, pueden ejercer las funciones jurisdiccionales dentro de su ámbito territorial de conformidad con el derecho consuetudinario, siempre que no violen los derechos fundamentales de la persona. La ley establece las formas de coordinación de dicha jurisdicción especial con los Juzgados de Paz y con las demás instancias del Poder Judicial.


� LA ROSA CALLE, Javier / Instituto de Defensa Legal. Op., cit., p., 30 y 31...


� LA ROSA CALLE, Javier / Instituto de Defensa Legal. Op., cit., p., 31.


� Actualmente existen 531 distritos beneficiados con la exoneración de las tasas judiciales, lo cual beneficia aproximadamente a cerca de tres millones de personas. Sería importante verificar cuántos distritos más deben alcanzar este beneficio. Por otro lado, debería terminarse con esta dependencia del cobro de dichas tasas con el rubro "ingresos propios" que es utilizado para cubrir parte del pago de las remuneraciones que se otorga a los jueces.


� Herrera, op cit, pág. 131.


� Ib. ídem,


� Se llama Justicia Comunal a la facultad que tienen las autoridades de las comunidades campesinas y nativas, para administrar justicia dentro de su ámbito territorial de conformidad con el derecho consuetudinario (el que nace de la costumbre), siempre que no violen los derechos fundamentales de la persona.


� BELAÚNDE, Javier: La reforma del sistema de justicia: ¿En el camino correcto?: Breve balance de su situación actual y de los retos pendientes. Lima: Fundación Konrad Adenauer/Instituto Peruano de Economía Social de Mercado, 2006, p.141.


� SAUSA CORNEJO, Johnny Richard. BARRERAS PARA EL ACCESO A LA JURISDICCIÓN. (Artículo publicado el: 27/08/2007. En línea)


 http://www.amag.edu.pe/webestafeta2/index.asp?warproom=articles&action=read&idart=651


� GUSTAVO GALVÁN PAREJA Y VÍCTOR ÁLVAREZ PÉREZ. POBREZA Y ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA. REVISTA DE LA FACULTAD DE CIENCIAS ECONÓMICAS, AÑO V, Nº 15. UNMSM. Páginas 101 y 102. 


http://sisbib.unmsm.edu.pe/BibVirtualData/publicaciones/economia/15/pdf/pobreza_justicia.pdf.


� GUSTAVO GALVÁN PAREJA Y VÍCTOR ÁLVAREZ PÉREZ. Op., cit., p., 102.


� O’DONNELL, Daniel. Protección Internacional de los Derechos Humanos. Comisión Andina de Juristas. Lima. 1989. P. 373.


� GUSTAVO GALVÁN PAREJA Y VÍCTOR ÁLVAREZ PÉREZ. Op., cit., p., 103.


� Bernales Ballesteros, Enrique. La Constitución de 1993. Análisis comparado. Rao Editora Constitución y Sociedad. Lima. 1999. P. 121-122.
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� Para ello tiene que quedar demostrado el cese de las circunstancias que motivaron la concesión del auxilio judicial (vale decir, el cambio de posición económica del auxiliado a una más ventajosa que le permita afrontar los gastos judiciales) o, también, la falsedad de lo afirmado por el auxiliado en su solicitud de auxilio judicial, en el sentido que carece de medios económicos suficientes para solventar los gastos del proceso.
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� Artículo 74º.- Principio de legalidad en materia tributaria.


Los tributos se crean, modifican o derogan, o se establece una exoneración, exclusivamente por ley o decreto legislativo en caso de delegación de facultades, salvo los aranceles y tasas, los cuales se regulan mediante decreto supremo.


Los Gobiernos Regionales y los Gobiernos Locales pueden crear, modificar y suprimir contribuciones y tasas, o exonerar de éstas, dentro de su jurisdicción, y con los límites que señala la ley. El Estado, al ejercer la potestad tributaria, debe respetar los principios de reserva


de la ley, y los de igualdad y respeto de los derechos fundamentales de la persona. Ningún tributo puede tener carácter confiscatorio.


Las leyes de presupuesto y los decretos de urgencia no pueden contener normas sobre


materia tributaria. Las leyes relativas a tributos de periodicidad anual rigen a partir del primero


de enero del año siguiente a su promulgación.
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